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			Prólogo

			Como cualquier proceso creativo, la elaboración de este libro ha sido una tarea complicada, que lleva implícito el trabajo de algunos años, muchos cambios y personas implicadas, aunque sin duda la dificultad del tema que aborda así lo requería.

			La idea parte de la experiencia clínica en esta materia y del interés de las autoras por ahondar en la comprensión acerca de qué tipo de reacciones postraumáticas presentan los niños, las niñas y los adolescentes que se desarrollan en entornos en los que la violencia interpersonal es una experiencia habitual en la convivencia diaria en el hogar, por las implicaciones que supone para la prevención e intervención en aquellos menores que, como consecuencia, desarrollan algún tipo de psicopatología.

			En este sentido, la violencia de género en la pareja es una de las formas de violencia interpersonal que más atención social e institucional ha recibido en España en los últimos años, lo cual ha contribuido a que haya dejado de entenderse como un asunto privado y comience a reconocerse como un grave problema social y de salud pública, debido a las graves consecuencias que provoca en la salud física y psicológica de las mujeres víctimas de la misma. La magnitud que ha alcanzado el problema en nuestro país ha derivado en la aprobación de diversas leyes y medidas, que son contempladas dentro de un marco general de lucha por la atención y protección a estas víctimas.

			Hasta la actualidad, la diversidad de formas de abordar la violencia doméstica, utilizando una multiplicidad de términos que aparentemente se superponen, como violencia doméstica, violencia familiar, violencia de género, violencia conyugal, violencia de pareja, violencia contra las mujeres, etc., ha supuesto falta de precisión a la hora de establecer una conceptualización unitaria de la misma, dando lugar a diferentes líneas de investigación y, consecuentemente, a resultados muy dispares en las investigaciones llevadas a cabo (American Psychological Association [APA], 2002; Fincham, 2000; Riggs, Caulfield y Street, 2000). En este sentido, la utilización de una terminología u otra también puede tener profundos efectos en la sociedad, al atender a ciertos aspectos de la realidad e ignorar otros que pueden ser necesarios igualmente en el desarrollo de propuestas sociales y políticas (Johnson, 1995).

			Algunas revisiones recientes confirman que el término más utilizado en la mayoría de publicaciones sobre la materia es el de violencia doméstica (Bhona, Lourenço y Brum, 2011; Rodríguez-Franco, López-Cepero y Rodríguez-Díaz, 2009), lo cual corrobora las definiciones que proponen algunos de los investigadores que han venido publicando sobre este tema, para los que la violencia doméstica es una situación de riesgo casi exclusivamente femenina, siendo las mujeres, como víctimas, el foco principal de dichas publicaciones, seguidas por los niños y las niñas, e identificando predominantemente al hombre como perpetrador de esta violencia.

			En consecuencia, cuando nos referimos en el presente libro al término violencia de género estamos aludiendo a la violencia que sufren las mujeres en el ámbito familiar, a manos de sus parejas o exparejas (denominada violencia de género en la legislación española vigente)1 y a la que son expuestos sus hijos e hijas.

			Por tanto, la violencia de género en el hogar no sólo afecta a las mujeres que son víctimas de ella, sino que repercute directamente en los hijos y las hijas que conviven de forma habitual con las mismas.

			Es muy reciente la vinculación de este tipo de violencia al maltrato a menores. En este contexto, diversos organismos gubernamentales y no gubernamentales han propuesto que la exposición a la violencia y el sufrimiento directo derivado del maltrato pueden considerarse equivalentes. Sin embargo, hasta hace unos meses no se les reconocía como víctimas directas de violencia de género en la pareja, viéndose modificada esta realidad con la aprobación de la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia; y la posterior Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, lo que supone un cambio sustancial, al ser reconocidos como víctimas de pleno derecho, repercutiendo positivamente en la protección, atención y bienestar de estos menores.

			Así, estimaciones realizadas a la baja calculan que alrededor de 3,3 millones de niños y niñas en nuestro país son testigos de esta violencia física y verbal al año (Farnós y Sanmartín, 2005). En población general de edad escolar, diversos autores indican que entre un 20% y un 25% de los niños y las niñas han visto a sus padres pegarse (McCloskey y Walker, 2000).

			En nuestro país, desde hace unos años se vienen realizando esfuerzos con el fin de aportar datos más precisos y fiables acerca de las tasas de prevalencia de maltrato infantil, que han permitido la incorporación, por primera vez, de los datos procedentes del Registro Unificado de Casos de Maltrato Infantil en la Familia (RUMI) creado en 2007, según se refleja en el último Informe del Observatorio de la Infancia (2013)2. Si bien aún no se registra el número de menores expuestos a violencia de género en la pareja, se prevé que los cambios legislativos realizados recientemente posibiliten su inclusión en las próximas estadísticas oficiales. Del mismo modo, otras estimaciones acerca de la envergadura de este problema social, tanto a nivel mundial como en nuestro país, serán descritas en el capítulo 1.

			Como indican diversos estudios, la exposición a la violencia doméstica tiene un efecto negativo significativo y cuantificable en el funcionamiento del niño o la niña, en contraste con los niños y las niñas de familias no violentas (Colmenares, Martínez y Quiles, 2007; Christopoulos et al., 1987; Edleson, 1999; Margolin y Gordis, 2000; Wolak y Finkelhor, 1998), y puede tener repercusiones negativas graves en el desarrollo emocional, social, cognitivo y académico, pudiendo extenderse dichas dificultades hasta la vida adulta. Los problemas psicológicos que más se han asociado con la exposición a la violencia doméstica son: ansiedad (Christopolous et al., 1987), depresión (Sternberg et al., 1993), agresión (Jaffe, Wolfe, Wilson y Zak, 1986), estrés postraumático (Marr, 2001) y baja autoestima (Hughes y Barad, 1983), aunque sin coincidencia entre los diferentes estudios en el perfil obtenido. Además, algunas investigaciones han encontrado que los hijos y las hijas de mujeres maltratadas son considerablemente inferiores a sus iguales en las áreas de competencia social, rendimiento escolar, actividades y deportes organizados, y participación social (Adamson y Thompson, 1998; Rossman, 1998; Wolfe, Zak, Wilson y Jaffe, 1986; Wolfe y Mosk, 1983). Otros autores indican que también es causa de absentismo escolar y de trastornos en el aprendizaje del lenguaje (Costa, 2003).

			Si la violencia de género ya tiene de por sí efectos adversos en los menores expuestos, las investigaciones llevadas a cabo en los últimos 25 años han puesto de manifiesto la existencia de una estrecha asociación entre la violencia doméstica o de género y el maltrato infantil. Edleson (1999b) y Mestre et al. (2006) encontraron que esta coocurrencia se daba entre un 30% y un 60% de los casos evaluados. De este modo, se confirma la premisa de que, dentro de la estructura familiar jerárquica, los ejes de desequilibrio lo constituyen el género y la edad, siendo las mujeres, los niños y las niñas las principales víctimas de la violencia intrafamiliar (Patró y Limiñana, 2005). Los datos sobre infancia maltratada en el ámbito familiar confirman la tendencia de que las niñas son las principales víctimas de los malos tratos, y que la distancia respecto a los niños aumenta año tras año.

			Por otra parte, la evidencia empírica arroja resultados dispares en relación a las diferencias de género que se producen en estos menores que desarrollan psicopatología. Algunos estudios informan de tasas más elevadas de problemas internalizantes en las niñas que en los niños (Christopolous et al., 1987; Holden y Ritchie, 1991), o mayores respecto a ambos tipos de problemas (internalizantes y externalizantes) en las niñas (por ejemplo, Moore y Pepler, 1998; Spaccarelli, Sandler y Roosa, 1994), mientras que otros estudios indican que los chicos muestran más problemas externalizantes que las chicas (por ejemplo, Jouriles y Norwood, 1995; Wolfe, Jaffe, Wilson, Kaye y Zak, 1988; Wolfe, Jaffe, Wilson y Zak, 1985) o no han podido encontrar diferencias de género (por ejemplo, Jaffe et al., 1986; Jaffee, Moffitt, Caspi, Taylor y Arsenault, 2002; Levendosky, Huth-Bocks, Semel y Shapiro, 2002; O’Keefe, 1994). Los resultados de las investigaciones más relevantes en este sentido se exponen en el capítulo 2.

			No obstante, otros estudios realizados hace décadas no encontraron diferencias en el ajuste de los hijos e hijas de mujeres maltratadas frente a niños y niñas de familias no violentas (Hershorn y Rosenbaum, 1985; Rosenbaum y O’Leary, 1981). En esta línea, entender por qué algunos menores no desarrollan dificultades a pesar de vivir en familias en las que se ha producido violencia interparental es una tarea de suma relevancia para la comunidad científica, y requiere un examen del riesgo, vulnerabilidad y factores de protección que existen tanto en los niños y las niñas como en sus familias y sus comunidades. Con el fin de explicar este fenómeno se han desarrollado diversos estudios que evalúan cómo median determinados factores en el desarrollo de problemas psicológicos en los niños y las niñas, como se describirá en el capítulo 3.

			Por otra parte, partiendo de la epistemología, en el capítulo 4 se analizarán las teorías explicativas sobre los efectos adversos de la exposición a la violencia de género en los niños y las niñas.

			En muchos casos, las dificultades para realizar estudios sobre la influencia de la violencia de género son numerosas. La privacidad e intimidad en la que tiene lugar este tipo de violencia, y el sesgo y la distorsión que puede presentar la información que facilitan las personas que rodean al o a la menor, dificultan la obtención de indicadores precisos acerca de la prevalencia, características y posibles consecuencias (Medina, 2002). Por otro lado, en nuestro país no disponemos de instrumentos de medida adecuados, de protocolos de evaluación específicos, adaptados para esta población o contexto y validados por la comunidad científica, lo que afecta tanto a la detección de los casos como a la valoración del riesgo y la prevención. Así, se ha estimado que más del 70% de los casos de violencia doméstica no son detectados (Siendones et al., 2002). Por ello, en el capítulo 5 del presente libro se presenta una revisión de los instrumentos más utilizados para valorar las diversas áreas que se han podido ver afectadas en menores expuestos a violencia doméstica o de género, así como la gravedad del maltrato hacia la mujer, de la exposición del niño o la niña y del maltrato directo al o a la menor, todo ello acompañado de diferentes instrumentos que permiten realizar la evaluación desde diferentes perspectivas: la del o la menor, la de la familia y la de la comunidad.

			En general, los tratamientos psicológicos en hijos o hijas de mujeres maltratadas pueden organizarse en función de dos focos: 1) intervenciones centradas principalmente en el problema de violencia de género, y 2) intervenciones centradas en el/los trastorno/s psicopatológico/s desarrollado/s a partir de experiencias traumáticas derivadas de la exposición a la violencia de género. A lo largo del capítulo 6 se expondrán los diversos tratamientos psicológicos desarrollados para intervenir sobre las consecuencias en los niños y las niñas de la exposición a violencia de género.

			El presente libro concluye con el capítulo 7, en el que se presenta el Servicio de Atención Psicológica a Hijos e Hijas de Mujeres Víctimas de Violencia de Género, que se lleva a cabo desde la Asociación para el Desarrollo de la Salud Mental en Infancia y Juventud Quiero Crecer. Se expondrán los protocolos de evaluación e intervención psicológicos elaborados por su equipo.

			La creciente conciencia de cómo el maltrato a las madres puede afectar a los menores, y de las consecuencias que se derivan para los mismos, no había dado lugar hasta ahora al diseño de protocolos específicos de evaluación, diagnóstico e intervención dirigidos a esta población, por lo que la propuesta que se presenta en este libro es un referente en esta línea. Desde el inicio de este trabajo se puso de relieve que estos niños y niñas se encuentran en una situación de riesgo permanente para el desarrollo de alteraciones y trastornos emocionales y, sin embargo, reciben poca atención de los servicios de Salud Mental (Rosenbaum y O’Leary, 1981).

			Consideramos que la atención psicológica a través de servicios especializados sociosanitarios a menores que sufren este tipo de maltrato es ya imprescindible e irrevocable, por lo que concluimos este breve espacio con el deseo unánime de que la crisis económica no cierre las puertas que tanto tiempo han tardado en abrirse para estas víctimas de la violencia de género por derecho propio.

			
NOTAS

				
					1 La Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género (LO 1/2004, de 28 de diciembre) habla de violencia de género y recoge tanto la idea de que se trata de un problema ligado al hecho de ser mujer como la idea de que estamos frente a un problema social, y circunscribe esta violencia únicamente a aquella que ocurre en el marco de la pareja, dejando al margen de esta ley otras formas de violencia internacionalmente reconocidas, como violencia de género (incluyendo el acoso sexual, los delitos contra la libertad sexual, la mutilación genital, el tráfico de mujeres, la violencia relacionada con la dote, etc.).

				

				
					2 Observatorio de la infancia (2013). Estadística básica de medidas de protección a la infancia. Boletín de datos estadísticos de medidas de protección a la infancia (Datos de 2012). Boletín estadístico 15. Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad.

				

			

		

	
		
			1

			Una aproximación a la violencia de género

			Si en cualquier época del desarrollo de la persona la presencia de acontecimientos estresantes o situaciones vitales adversas es importante en relación a la salud física y psicológica, durante la infancia su impacto puede ser dramáticamente significativo, ya que no va a afectar a un ser humano biológica, psicológica y socialmente maduro, sino a un ser en fase de desarrollo que requiere ciertas condiciones externas de estabilidad y protección (López-Soler, 2008). Por ello, cuando un o una menor sufre unas condiciones de crianza inadecuadas o claramente negativas, los efectos en su desarrollo como persona pueden ser muy graves, comprometiendo un gran número de variables psicológicas y la maduración del sistema nervioso y neuroendocrino (van der Kolk, 2003), llegando a generar graves problemas de adaptación.

			Las reacciones de las personas ante situaciones vitales adversas son muy variadas y complejas. Obedecen, en gran medida, a diversos factores, relacionados tanto con el acontecimiento en sí mismo como con las condiciones personales y del entorno en el momento en que ocurre. Pero, en general, se consideran normales las siguientes reacciones ante un evento estresante grave: tristeza, ansiedad, enfado, comportamiento alterado y otras dificultades menores, que perturban durante un breve período de tiempo. Estas reacciones transitorias son muy frecuentes en los niños y niñas, y su superación, estabilidad o agravamiento depende en gran parte de la habilidad de los padres o cuidadores para favorecer que se sientan protegidos y seguros (Dyregrov y Yule, 2006).

			1. LA FAMILIA

			La familia es la unidad grupal natural básica de la sociedad, como lo proclama el artículo 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el artículo 10 de los Pactos Internacionales de Derechos Económicos y Sociales, y el 23 de los Derechos Culturales Civiles y Políticos.

			La Convención de los Derechos del Niño cita en su preámbulo el supuesto de que la familia es el entorno natural para el crecimiento y bienestar de todos sus miembros, en particular los niños y las niñas, reconociendo así que es la familia la que tiene una mayor capacidad para proteger a los niños y las niñas, promoviendo, en este sentido, lo necesario para su desarrollo y seguridad física y emocional. La privacidad y la autonomía de la familia son valoradas en todas las sociedades, de modo que el derecho a una vida privada y familiar, a tener hogar y correspondencia, está garantizado en los instrumentos internacionales de derechos humanos3.

			Sin embargo, como ya apuntaban Gelles y Strauss (1979), la familia, en principio un lugar seguro y protector, también puede llegar a ser la institución más violenta de nuestra sociedad. Algunas de las características que apoyan esta idea son las que, a su vez, pueden convertir este ambiente en el más favorable, cálido y seguro; a saber: las relaciones estrechas y duraderas entre sus miembros, el carácter no objetarial de las mismas, el hecho de que, en numerosas ocasiones, haya ganadores y perdedores, el entrometimiento de unos y otros miembros en los asuntos de los demás, las diferencias de edad y sexo, y el hecho de que tradicionalmente se respeta la privacidad de esta institución (así, la familia en la sociedad es considerada la más privada de todas las esferas privadas).

			Sin embargo, los derechos de los niños y las niñas no terminan en la puerta del hogar familiar, ni tampoco acaban ahí las obligaciones que tienen los Estados de garantizarles tales derechos (Pinheiro, 2006).

			En las últimas décadas se ha reconocido y documentado que la violencia contra los menores —física, sexual y psicológica, así como la desatención deliberada— ejercida por los padres y otros miembros cercanos de la familia es un fenómeno menos infrecuente de lo que se creía. Desde la infancia temprana hasta los 18 años de edad los y las menores son vulnerables a variadas formas de violencia en sus hogares. Los agresores son diferentes de acuerdo con la edad y madurez de la víctima, y pueden ser los padres, padrastros, padres de acogida, hermanos o hermanas y otros miembros de la familia y cuidadores.

			A pesar de que cualquier acto violento que se produzca supone una trasgresión de derechos tales como la salud, la libertad y la integridad física y psíquica de las personas, no se denuncia esta pandemia hasta mitad del siglo XX por parte de distintos grupos sociales y académicos (De los Santos y Sanmartín, 2005). Como indican estos autores, es en los años sesenta cuando se describen por primera vez las características que presentan los y las menores maltratados físicamente (que se dio a conocer como el «síndrome del niño apaleado»). Posteriormente, en los setenta el maltrato a la mujer es reconocido como un problema social, y en los ochenta se comienza a hablar del maltrato a los ancianos.

			Hoy día se considera que la mayoría de los abusos ejercidos contra los menores suceden dentro del círculo familiar (Save the Children, 2012; UNICEF, 2009). En este sentido, la violencia física hacia los niños y las niñas es uno de los tipos más investigados, probablemente porque las secuelas físicas son más evidentes y objetivables, y aunque, generalmente, no causa daños físicos visibles de carácter permanente o grave, a veces, cuando se ejerce contra niños o niñas muy pequeños, puede causarlos de forma permanente, e incluso llegar a provocar la muerte. Como indica Flodmark (2004), el «síndrome del bebé sacudido» es un tipo de maltrato hacia los bebés consistente en sacudirlos repetidamente, que, a menudo, trae consigo heridas en la cabeza y lesiones cerebrales graves, que pueden repercutir de forma significativa a lo largo del desarrollo.

			Pero la violencia contra los niños y las niñas se puede producir en muchos casos como parte de la disciplina, bajo la forma de castigos físicos crueles o humillantes (Durrant, 2005). De hecho, según un informe publicado por UNICEF recientemente (2014), en el que se recogen datos estadísticos de la violencia contra los niños en 190 países, se indica que tres de cada diez adultos en el mundo creen que para criar o educar de manera adecuada a un niño o una niña es necesario apelar al castigo físico.

			Como destacan diversos autores, la violencia doméstica es un factor de desequilibrio para la salud mental tanto de las víctimas como de los que conviven en este ambiente (AAFP Home Study Self Assessment, 1996; Campbell et al., 2002; Sassetti, 1993; Stringham, 1999). En este tipo de situaciones la controlabilidad de los o las menores sobre la situación es muy baja, los recursos limitados, y la capacidad de respuesta depende, en muchos casos, de la relación establecida con los progenitores, el ambiente o figuras de apoyo, y las características físicas y psicológicas del niño o de la niña. Así, se ven inmersos en un ambiente familiar caótico donde no solo no se les proporciona apoyo y seguridad, sino que se les genera miedo, incertidumbre e impotencia. Además, la puesta en marcha de estrategias o recursos de afrontamiento poco tiene que ver con el cese de la situación estresante, quedando prácticamente anulada la capacidad de reacción ante la misma.

			Los y las menores expuestos a violencia de género no solo se enfrentan a la violencia entre sus padres, sino que, como aportan diversas investigaciones, los niños y las niñas que provienen de familias en las cuales se dan situaciones de violencia de género tienen muchas más posibilidades de sufrir maltrato directo (UNICEF, 2006), lo que agrava las condiciones en las que se encuentran. Del mismo modo, es importante destacar que frecuentemente la salud mental de la madre, víctima de violencia de género, se ve deteriorada, quedando restringido el apoyo emocional que ofrece a sus hijos o hijas, teniendo problemas para proporcionar los cuidados básicos que precisan, por lo que se pueden producir además situaciones de negligencia.

			Los hijos y las hijas de mujeres víctimas de violencia de género son víctimas también de esa violencia, y, como tales, deben ser atendidos y contemplados por el sistema de protección. Debido a que estos niños o niñas se encuentran en un ambiente que justifica, legitima y desencadena la violencia como parte de las relaciones afectivas y personales, los o las menores interiorizan un modelo negativo de relación que daña su desarrollo (Save the Children, 2008). Es en el II Plan Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia 2013-2016 donde, por primera vez, se registra en un documento oficial la inclusión explícita de los menores expuestos a violencia de género como víctimas de maltrato y bajo condición de riesgo, con la consecuente necesidad de adoptar medidas específicas para favorecer su bienestar emocional.

			En resumen, los datos recogidos por los diferentes organismos e instituciones encargadas de velar por los derechos de los menores, así como organizaciones e investigadores independientes, concluyen que la familia supone el contexto en el que más riesgo tiene un menor de sufrir violencia. Con el fin de entender qué conductas abarca la misma, a continuación se exponen las características del maltrato infantil intrafamiliar, sus principales tipos, así como el fenómeno de la exposición de los niños y las niñas a la violencia de género.

			2. EL MALTRATO A LA INFANCIA

			Como se ha comentado anteriormente, no es hasta la época de los años 60 cuando se habla de maltrato infantil propiamente dicho. En concreto, Kempe, Silverman, Steele, Droegemueller y Silver (1962) fueron quienes acuñaron el término «síndrome del niño maltratado», presentándolo por primera vez bajo la etiqueta de maltrato. Este hecho tuvo un gran impacto a nivel social, debido a que los autores describieron dicho síndrome especificando que se trataba de menores agredidos principalmente por sus propios padres o cuidadores (Kempe et al., 1962).

			Así, las primeras aproximaciones a la definición de maltrato infantil partieron de un predominio de criterios médico-clínicos, y posteriormente fueron evolucionando hacia el reconocimiento y defensa de las necesidades y derechos de los niños y las niñas.

			En 1989 la Convención de los Derechos de los Niños de Naciones Unidas recogía, en su artículo 19, la definición de maltrato infantil como: «toda violencia, perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, mientras que el niño se encuentre bajo la custodia de sus padres, de un tutor o de cualquiera otra persona que le tenga a su cargo».

			En base al desarrollo de numerosos estudios y a la toma de conciencia sobre el maltrato infantil como un problema social, muchos autores se esforzaron en definirlo, lo que ha dado lugar a multitud de definiciones sobre el mismo, que varían en función del contexto en el que se formulan. Autores, grupos de investigación e instituciones internacionales y nacionales, tanto gubernamentales como no gubernamentales, han aportado diversas definiciones, entre las que se encuentra la propuesta por la Organización Mundial de la Salud (1993), que define el maltrato infantil como: «cualquier forma de daño físico y/o emocional, abuso sexual, negligencia o cualquier forma de trato negligente, comercial u explotación, que resulta en el daño actual o potencial a la salud, supervivencia o desarrollo de la dignidad, en el contexto de una relación de responsabilidad, confianza o poder».

			Si se analizan las aportaciones sobre la definición de maltrato, se observa que algunas de ellas se centran en los comportamientos o acciones que realizan los adultos, mientras que otras lo hacen en si existe daño o amenaza hacia el o la menor (Straus, 1979; Straus y Hamby, 1997; Straus y Gelles, 1990; Straus et al., 1998). Algunos expertos consideran como maltratados a aquellos niños y niñas que han sido dañados, aunque sea inadvertidamente, por los padres, mientras que otros requieren que el daño producido al niño o la niña sea intencionado (Ketsela y Kedebe, 1997; Madu y Peltzer, 2000; Shumba, 2001; Youssef, Attia y Kamel, 1998). Según Vega y Moro (2013), las definiciones de maltrato en la actualidad se orientan más hacia cuestiones globales del desarrollo y hacia las necesidades y derechos de la infancia.

			Cualquier enfoque global del maltrato infantil debe tener en cuenta los diferentes estándares y expectativas de comportamiento de las culturas de todo el mundo, ya que la cultura ayuda a definir los principios que se aceptan en torno a la crianza y el cuidado en la infancia.

			En este sentido, existen distintas normas acerca de qué se entiende como prácticas adecuadas de crianza infantil, dependiendo de los diferentes contextos culturales. Bien sabidos son los ejemplos de numerosos países respecto a los derechos humanos en general y a los derechos del niño o la niña en particular. En este punto, algunos investigadores han sugerido que las reglas o conceptos sobre la crianza en las distintas culturas pueden diferir, hasta tal punto que el acuerdo sobre qué prácticas son abusivas o negligentes puede ser extremadamente difícil de alcanzar (National Research Council, 1993). Sin embargo, parece existir un acuerdo general, relativo a que el maltrato infantil no se debe permitir, y prácticamente unanimidad en lo que concierne a las prácticas disciplinarias extremadamente duras o el abuso sexual (Bross, Miyoshi, Miyoshi y Krugman, 2000).

			Debido a la complejidad de la definición de maltrato infantil, y con el fin de realizar una propuesta integradora, se han determinado los elementos básicos que debe incluir una definición adecuada de maltrato infantil (Perea et al., 2001):

			1.Identificación del agresor. Determina si el perpetrador es una persona, una institución o la sociedad en su conjunto.

			2.Forma de agresión. Acción u omisión en contra del bienestar de un niño o una niña.

			3.Lugar donde ocurre la agresión. Especifica que el maltrato puede ocurrir dentro o fuera del hogar.

			4.Intencionalidad. Establece que la intención es una condición obligada en el fenómeno del maltrato.

			5.Etapa de la vida en la que ocurre. Describe que el daño puede ocurrir antes y/o después del nacimiento.

			6.Tipo de lesión que provoca. Considera las diversas formas de maltrato: físico, sexual, emocional, etc.

			7.Amplitud de la definición. Evalúa si la definición es comprensible, o si es muy extensa o demasiado escueta.

			Resumiendo, por maltrato se puede entender «cualquier acción voluntariamente realizada —es decir, no accidental— que dañe o pueda dañar física, emocional o sexualmente a un menor, o cualquier omisión que prive a un menor de la atención necesaria para su adecuado bienestar y desarrollo» (De los Santos y Sanmartín, 2005, p. 258).

			Sin embargo, organizaciones no gubernamentales dedicadas a la protección de la infancia, como Naciones Unidas y Save the Children, refieren que en la actualidad es más adecuado hablar de «violencia contra la infancia» que de «maltrato infantil», ya que normalmente se suele asociar este último con formas de violencia física intencionales que provocan consecuencias inmediatas y llamativas en los o las menores (Save the Children, 2012).

			3. TIPOS DE MALTRATO INFANTIL

			Como ya se ha comentado previamente, existen diferentes definiciones de maltrato infantil, así como una amplia variedad de tipologías del mismo, si bien estudios recientes han confirmado que se manifiesta un alto nivel de comorbilidad entre los diferentes tipos de maltrato o violencia contra los niños y las niñas, por lo que los casos puros son menos frecuentes (Belsky, 1993; Graham-Bermann, Castor, Miller y Howell, 2012). No obstante, es muy habitual encontrar en la literatura científica descripciones de las cuatro grandes categorías clásicas de maltrato: maltrato físico, abuso sexual, negligencia o abandono, y maltrato psicológico o emocional (Ciccetti y Carlson, 1989). Otros autores, sin embargo, distinguen dos formas principales: el tipo directo y el indirecto, entendiendo por maltrato directo aquel que sufren los niños y las niñas en primera persona, y por maltrato indirecto el que aparece como consecuencia de determinadas condiciones, sin que la acción u omisión se dirija directamente al o a la menor.

			A continuación se exponen las cuatro clasificaciones generales de maltrato infantil, así como otras formas.

			3.1. Maltrato físico

			El maltrato físico o violencia física se define como toda acción de carácter físico, voluntariamente realizada, que provoque o pueda provocar lesiones físicas o enfermedad en el o la menor o le coloque en situación grave de sufrirlo. Las formas en las que se puede provocar son muy diversas: lesiones cutáneas, equimosis, heridas, hemorragias, escoriaciones, escaldaduras, quemaduras, mordeduras, alopecia traumática, fracturas, zarandeado, asfixia mecánica e intoxicaciones, entre otras.

			Hay que destacar un tipo de maltrato físico conocido como síndrome de Münchausen por poderes, que se produce cuando los padres o cuidadores principales provocan o inventan sín- tomas orgánicos o psicológicos en sus hijos o hijas que les llevan a someterlos a exploraciones, tratamientos y/o ingresos hospitalarios con el fin de asumir el rol de paciente a través del menor, aumentando la dependencia y vulnerabilidad de este hacia los padres, al precisar de ellos mayores cuidados.

			De Paúl y Arruabarrena (2002, pp. 15-16) describen los indicadores físicos más comunes en este tipo de maltrato:

			a)Magulladuras o moratones en rostro, labios o boca, en zonas extensas del torso, la espalda, nalgas o muslos; en diferentes fases de cicatrización o con formas no normales, agrupados o con formas o marcas del objeto con el que ha sido producida la agresión.

			b)Quemaduras con formas definidas de objetos concretos o de cigarrillos o puros, o con indicadores de haber sido realizadas por inmersión en agua caliente.

			c)Fracturas de nariz o mandíbula o en espiral de los huesos largos.

			d )Torceduras o dislocaciones.

			e)Heridas o raspaduras en la boca, labios, encías y ojos o en la parte posterior de los brazos, piernas o torso.

			f )Señales de mordeduras humanas, claramente realizadas por un adulto y reiteradas.

			g)Cortes o pinchazos.

			h)Lesiones internas, fracturas de cráneo, daños cerebrales, hematomas subdurales, asfixia y ahogamiento.

			La correcta identificación de la presencia de maltrato físico ha de cumplir al menos uno de los siguientes requisitos:

			1.Como mínimo en una ocasión se ha detectado la presencia de al menos uno de los indicadores. Las lesiones físicas no son «normales» en el rango de lo previsible en un niño o una niña de su edad y características, bien por su mayor frecuencia o intensidad, o por ser lesiones aparentemente inexplicables o no acordes con las explicaciones dadas por el niño o la niña y/o los progenitores o cuidadores principales.

			2.No se ha percibido claramente ninguno de los indicadores señalados, pero hay un conocimiento certero de que el niño o la niña ha padecido alguna de las lesiones físicas indicadas como resultado de la actuación de sus padres/tutores, o hay un conocimiento certero de que los padres/tutores utilizan un castigo corporal excesivo o palizas hacia el niño o la niña.

			Para que estos dos tipos de acciones sean calificadas como maltrato físico deberían estar presentes los siguientes factores:

			a)La intensidad de la reacción del padre/madre no se corresponde con la gravedad del comportamiento del niño o de la niña.

			b)La disciplina que utilizan los padres o cuidadores no es apropiada o no está en concordancia con las necesidades del niño o la niña en función de su edad y/o nivel de desarrollo.

			c)Parece que el padre/madre no controló su reacción cesando el castigo.

			d)Además de lo expuesto anteriormente, el niño o la niña presenta una reacción de tensión emocional no justificada.

			Se han propuesto distintos niveles de gravedad del maltrato físico dependiendo del nivel de lesiones físicas que este produce, sin tener en cuenta las consecuencias psicológicas. Así, se distingue entre:

			1.Leve. El maltrato no ha provocado en ningún momento lesión alguna en el niño o la niña, o el niño o la niña ha sufrido un daño/lesión mínima que no ha requerido atención médica.

			2.Moderado. El maltrato ha provocado en el niño o la niña lesiones físicas de carácter moderado o que han requerido algún tipo de diagnóstico o tratamiento médico y presenta lesiones en diferentes fases de cicatrización/curación.

			3.Severo. El niño o la niña ha requerido hospitalización o atención médica inmediata a causa de las lesiones producidas por el maltrato y padece lesiones severas en diferentes fases de cicatrización.

			3.2. Negligencia física

			Se entiende por negligencia física (descuido o trato negligente) la desatención temporal o permanente de las necesidades del niño o la niña (alimentación, vestido, higiene, educación y/o cuidados médicos) o de los deberes de guarda y protección, referida a la protección y vigilancia en las situaciones potencialmente peligrosas.

			Según de Paúl y Arruabarrena (2002), para poder indicar la existencia de negligencia física deben presentarse uno o varios de los siguientes indicadores de manera reiterada y/o continua:

			a)Alimentación. No se le proporciona la alimentación adecuada, en cantidad y frecuencia de la misma.

			b)Vestido. La ropa que viste el o la menor es inadecuada al tiempo atmosférico. El niño o la niña no va bien protegido o protegida del frío.

			c)Higiene. El o la menor va constantemente sucio o sucia, con escasa higiene corporal.

			d)Cuidados médicos. Ausencia o retraso importante en la atención médica de los problemas físicos o enfermedades, y ausencia de asistencia a las citas sobre cuidados médicos rutinarios.

			e)Supervisión. El niño o la niña pasa largos períodos de tiempo sin la supervisión y vigilancia de un adulto. Se producen repetidos accidentes domésticos, claramente debidos a la falta de supervisión por parte de los padres/cuidadores del niño o de la niña.

			f )Las condiciones higiénicas y de seguridad del hogar son peligrosas para la salud y seguridad del niño o de la niña.

			g)Área educativa. El o la menor falta de manera injustificada y frecuente a la escuela.

			Existen distintos niveles de gravedad según el grado de desatención que los padres o cuidadores ejercen sobre el o la menor, diferenciando entre:

			1.Leve. Se produce la conducta negligente, pero el niño o la niña no padece ninguna consecuencia negativa en su nivel de desarrollo físico o cognitivo o en sus relaciones sociales.

			2.Moderado. El niño o la niña no ha padecido lesiones o daño físico como consecuencia directa de la conducta de sus padres/tutores y no requiere, por tanto, atención médica; sin embargo, la conducta parental negligente es causa directa de situaciones de rechazo hacia el niño o la niña tanto en la escuela como en el grupo de iguales o en otros contextos en los que interactúa el o la menor.

			3.Severo. El niño o la niña ha padecido lesiones o daño físico como consecuencia directa de la conducta negligente de sus padres/tutores, habiéndose requerido atención médica por ello, o la falta de supervisión parental ha determinado que el niño o la niña presente retrasos importantes en su desarrollo —a nivel intelectual, físico, social u otros— que requieren atención o tratamiento especializado.

			El abandono se clasificaría como un tipo de maltrato por negligencia, constituyendo su forma más grave, ya que consiste en la delegación total de los padres/tutores del cuidado del niño o la niña en otras personas, con desaparición física y desentendimiento completo de la compañía y cuidado del o la menor.

			3.3. Maltrato emocional

			El maltrato emocional o violencia psicológica se define como la falta persistente de respuesta a las señales, expresiones emocionales y conductas procuradoras de proximidad e interacción iniciadas por el niño o la niña, así como la falta de iniciativa de interacción y contacto, por parte de una figura adulta estable, que provoque o pueda provocar en el niño o la niña deterioro en su desarrollo emocional, social e intelectual.

			Para poder indicar la existencia de negligencia psíquica/emocional debe presentarse al menos una de las situaciones que se describen a continuación de manera reiterada y/o continua, y su presencia ha de ser claramente perceptible. Entre estas situaciones o conductas por parte de los padres/cuidadores destacan:

			1.Ignorar. Situaciones en las que hay una ausencia total de disponibilidad de los padres o cuidadores, o cuando estos se muestran inaccesibles e incapaces de responder a cualquier conducta del niño. En este sentido, el maltrato emocional se caracteriza por diferentes conductas en función de la edad:

			a)De cero a dos años: el maltrato emocional lo constituye la no provisión de respuesta a las conductas sociales espontáneas.

			b)De dos a cuatro años: frialdad y falta de afecto en el trato de los padres al niño o a la niña y/o no participación en las actividades diarias.

			c)Edad escolar: caracterizado por el fracaso en protegerlo de las amenazas externas o en no intervenir en favor de este, aun sabiendo que necesita ayuda.

			d)Adolescencia: renuncia por parte de los padres al rol parental y ausencia total de interés.

			2.Rechazo de atención psicológica. Negativa de los padres/tutores a iniciar un tratamiento respecto a algún problema emocional o conductual, existiendo acceso a un recurso de tratamiento que ha sido recomendado por profesionales competentes.

			3.Retraso en la atención psicológica. Los padres/tutores no proporcionan o buscan ayuda psicológica para resolver una alteración emocional o conductual del niño o la niña ante una circunstancia extrema en la que es evidente la necesidad de ayuda profesional (por ejemplo, depresión severa, intento de suicidio, etc.).

			Existen distintos niveles de gravedad en función de la frecuencia e intensidad con la que se manifiestan estas conductas, distinguiéndose entre:

			1.Leve. Las conductas de negligencia psíquica no son frecuentes y/o su intensidad es baja, y el niño o la niña no presenta secuelas negativas a nivel emocional como consecuencia de dichas conductas.

			2.Moderado. Las conductas de negligencia psíquica son frecuentes y generalizadas, pudiéndose indicar una falta importante de atención al niño o a la niña en momentos determinados y/o ante problemas concretos de este; no obstante, hay aspectos positivos importantes en el trato y cuidado emocional que los padres proporcionan.

			3.Severo. Las conductas de negligencia psíquica son constantes y su intensidad elevada; el niño o la niña no tiene acceso emocional o de interacción a los padres; la situación emocional del niño o la niñapresenta un daño severo como consecuencia de esta situación y su desarrollo se encuentra seriamente comprometido, necesitando el niño o la niña atención y/o tratamiento especializado.

			3.4. Abuso sexual

			El abuso sexual comprende cualquier clase de contacto sexual de un adulto con un niño o una niña, donde el primero posee una posición de poder o autoridad sobre este. El o la menor puede ser utilizado para la realización de actos sexuales o como objeto de estimulación sexual. Desde el punto de vista psicológico, el acuerdo en los criterios necesarios para que se produzca un abuso sexual agrupa dos condiciones:

			1.Una relación de desigualdad de poder, edad o madurez entre el agresor y la víctima.

			2.La utilización de la víctima como objeto sexual (Echeburúa y Guerricaechevarría, 2000).

			El abuso sexual comprende distintos tipos de conductas que se clasifican en dos categorías. Dependiendo de la relación entre la víctima y el abusador, se distingue entre:

			—Incesto. Comprende aquel contacto físico sexual protagonizado por una persona que mantiene una relación de consanguinidad lineal con el niño o la niña (padre, madre, abuelo, abuela, hermano, tío o sobrino) o adultos que estén cubriendo de manera estable el rol parental, por ejemplo padres adoptivos.

			—Violación o pedofilia. Supone contacto físico sexual protagonizado por cualquier persona adulta no incluida en el apartado anterior.

			—Explotación/prostitución. Supone la utilización del o la menor con fines de comercio sexual (Sánchez, 2003).

			En función del tipo de contacto sexual se distingue:

			—Abuso sexual sin contacto físico, en el que se incluye el exhibicionismo, las solicitudes de implicarse en una actividad sexual sin contacto físico, así como enseñar y/o hablar acerca de material pornográfico.

			—Abuso sexual con contacto físico, que implica tocamientos, incluidos caricias de los genitales del niño o de la niña, coito, intentos de penetración vaginal, oral y/o anal.

			Se han descrito distintos niveles de gravedad:

			1.Leve. Indica un abuso sexual sin contacto físico, protagonizado por una persona ajena a la familia del niño o de la niña, que ha tenido lugar en una sola ocasión, y donde el o la menor dispone del apoyo de sus padres o cuidadores principales.

			2.Moderado. Supone un abuso sexual sin contacto físico, protagonizado por una persona ajena a la familia, que ha tenido lugar en varias ocasiones, y donde el o la menor dispone del apoyo de sus padres o cuidadores principales.

			3.Severo. Este nivel de gravedad comprende el incesto —con o sin contacto físico— y la violación. Al igual que en el maltrato emocional, el maltrato sexual puede producirse por omisión si no se atiende a las necesidades del o la menor, por ejemplo si no se le protege en el área de la sexualidad o no se le da credibilidad, desatendiendo la demanda de ayuda, lo que en general se conoce como consentimiento de forma pasiva, el cual se manifiesta en muchos casos de maltrato infantil, tanto por parte de otros familiares como de profesionales vinculados con el desarrollo del o la menor.

			La gravedad y el impacto del maltrato infantil está determinado no solo por el tipo, sino por variables tales como la intensidad, la frecuencia, la edad del o la menor, la relación con el agresor y el modo en que se resuelve el problema (Arruabarrena y de Paúl, 1994).

			3.5. Otras formas de maltrato infantil

			Además de las cuatro categorías clásicas de maltrato infantil o violencia contra los niños y niñas, algunos investigadores han considerado otras tipologías.

			De acuerdo con las definiciones propuestas por Naciones Unidas (2011), Save the Children (2012) expone otras categorías de violencia contra los niños y las niñas, como la tortura y los tratos inhumanos o degradantes, las prácticas perjudiciales (mutilación genital femenina, esterilización forzada, etc.), la violencia en y por los medios de comunicación, y otras formas de maltrato sexual (explotación sexual con fines comerciales, la trata de seres humanos, los matrimonios forzosos, la utilización de niños en la prostitución o la pornografía infantil).

			En nuestro país, en un proyecto coordinado por Arruabarrena en el año 2004, surge una propuesta de tipos de maltrato que se concreta en la Guía de actuación en situaciones de desprotección infantil. Los tipos de maltrato/abandono infantil que se proponen son los siguientes: maltrato físico, negligencia infantil, maltrato psicológico/emocional, abandono psicológico/emocional, abuso sexual, corrupción, corrupción por modelos parentales asociales, explotación laboral, maltrato prenatal, retraso no orgánico en el crecimiento, síndrome de Munchaüsen por poderes, e incapacidad parental de control de la conducta infantil/adolescente.

			En relación a los factores de riesgo de sufrir maltrato infantil, De los Santos y Sanmartín (2005) señalan una serie de variables, basándose en la Teoría del Modelo Ecológico o Ecosistémico (Belsky, 1980), entre las que se encuentran factores individuales del agresor, de la víctima, familiares, culturales y sociales, tal y como se refleja en la tabla 1.1.

			TABLA 1.1

			Factores de riesgo del maltrato infantil

			
				
					
							
							Factores individuales del agresor

						
					

					
							
							Factores biológicos

						
							
							—Factores psicofisiológicos.

							—Problemas de salud física.

							—Problemas neuropsicológicos.

							—Trastornos mentales y de la personalidad.

						
					

					
							
							Factores cognitivos

						
							
							—Problemas en el procesamiento de la información.

							—Falta de habilidades de crianza de los hijos y las hijas.

							—Falta de estrategias de afrontamiento del estrés.

						
					

					
							
							Factores afectivos

						
							
							—Falta de autoestima.

							—Otras psicopatologías.

							—Falta de empatía.

							—Consumo de sustancias tóxicas.

							—Afectividad negativa.

							—Historia de malos tratos en la infancia.

						
					

					
							
							Factores individuales de la víctima

						
					

					
							
							—Edad.

							—Problemas de conducta.

							—Problemas de salud o minusvalías físicas o psíquicas.

						
					

					
							
							Factores familiares

						
					

					
							
							—Interacciones problemáticas entre padres e hijos o hijas.

							—Violencia de pareja.

						
					

					
							
							Factores culturales

						
					

					
							
							—Creencia de que los hijos y las hijas son propiedad de los padres.

							—Creencia de que el castigo físico es adecuado para la educación.

							—Creencia acerca de la privacidad de la familia.

						
					

					
							
							Factores sociales

						
					

					
							
							—Bajo nivel educativo.

							—Viviendas inadecuadas.

							—Desempleo o trabajo precario.

							—Aislamiento social.

						
					

				
			

			4. VIOLENCIA FAMILIAR

			La violencia es un fenómeno que ha existido a lo largo de la historia de la humanidad (Loredo, 1994). Igual que sucede con otros muchos fenómenos, existen multitud de conceptualizaciones. Algunos autores como Quirós (2003) y Gómez y Granados (2003) entienden que la violencia familiar incluye una serie de hechos visibles y manifiestos de la agresión física, que generalmente provocan daños que pueden llegar a producir la muerte, como resultado de la aplicación de la fuerza por el ejercicio de poder de un individuo sobre otro, sobre muchos o sobre sí mismo. La OMS (2002) hace referencia al «uso intencional de la fuerza física o el poder contra uno mismo, hacia otra persona, grupos o comunidades, y que tiene como consecuencias probables lesiones físicas, daños psicológicos, alteraciones del desarrollo, abandono e incluso la muerte».

			La violencia, como cualquier tipo de acción desarrollada por las personas, se clasifica en función de las características de aquellos que cometen los actos violentos. Basándose en esto, la OMS (1999) distingue entre: violencia dirigida a uno mismo, violencia interpersonal y violencia colectiva.

			La violencia interpersonal se divide, a su vez, en dos subcategorías (OMS, 2002): la violencia familiar y de pareja y la violencia comunitaria. La primera contempla la violencia ejercida entre los miembros de la familia, que, por lo general, aunque no exclusivamente, tiene lugar en el hogar. Esta incluye a su vez otras formas de violencia: el abuso infantil, la violencia de pareja y el abuso o maltrato de ancianos. El segundo tipo, la violencia comunitaria, sucede entre personas que no tienen relación, y que puede o no que se conozcan entre sí, y generalmente se produce fuera del hogar. Incluye la violencia juvenil, los actos arbitrarios de violencia, violación o asalto sexual por parte de extraños, y la violencia institucional en establecimientos como escuelas, lugares de trabajo, prisiones y hogares de ancianos.

			Centrándonos en la violencia familiar, entendemos por ella «todo acto de violencia que tiene como resultado posible o real un daño físico, sexual o psicológico, incluidas las amenazas, la coerción o la privación arbitraria de la libertad, ya sea que ocurra en la vida pública o en la vida privada entre los miembros de una familia» (OMS, 2002). Por su parte, Corsi (1994) la define como «cualquier forma de abuso, ya sea físico, psicológico o sexual, que tiene lugar en la relación entre los miembros de una familia» (p. 23).

			La violencia de pareja4 quedaría de este modo incluida en esta categoría, y es definida por Fernández-Alonso et al. (2003) como «aquellas agresiones que se producen en el ámbito privado en el que el agresor, generalmente hombre, tiene una relación de pareja con la víctima. Dos elementos deben tenerse en cuenta en la definición: la reiteración o habitualidad de los actos violentos y la situación de dominio del agresor, que utiliza la violencia para el sometimiento y control de la víctima» (pp.11-12). Como indican Amor, Echeburúa, Corral, Sarasua y Zubizarreta (2001b), la violencia familiar representa un grave problema social, tanto por su alta incidencia en la población como por las consecuencias psicopatológicas que produce en las víctimas. Dentro de la violencia de pareja se encuentra el tipo de violencia que más atención social está recibiendo en los últimos años, la violencia de género, que se aborda en el siguiente apartado.

			4.1. Violencia de género en la pareja

			Tradicionalmente, en nuestra sociedad, dentro de la estructura familiar jerárquica actualmente predominante, los dos principales ejes de desequilibrio los han constituido el género y la edad, siendo las mujeres, los niños y las niñas y los ancianos las principales víctimas de violencia dentro de la familia (Patró y Limiñana, 2005). Aunque se ha demostrado en numerosos trabajos que, por regla general, la víctima de la violencia entre los responsables del cuidado de los niños suele ser la mujer, además de experimentar la violencia de pareja de modo más grave (Bagshaw et al., 2011), es también preciso reconocer que las mujeres, aunque con menor frecuencia, ejercen violencia contra los hombres (Mouzos y Makkai, 2004).

			En todo caso, la constatación de las altas tasas de incidencia y prevalencia informadas hasta la fecha por diversos organismos nacionales e internacionales avala que efectivamente las principales víctimas de la violencia doméstica son mujeres de cualquier edad (Rivett y Kelly, 2006). Estas circunstancias han favorecido el desarrollo del término «violencia de género» o «violencia de género en la pareja», que hace referencia a «la violencia específica contra las mujeres, utilizada como instrumento para mantener la discriminación, la desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres. Esta comprende la violencia física, sexual y psicológica, incluidas las amenazas, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, que ocurre en la vida pública o privada y cuyo principal factor de riesgo lo constituye el hecho de ser mujer» (Fernández-Alonso et al., 2003, p.11).

			Recientemente, López-Cepero, Rodríguez-Franco, Rodríguez-Díaz y Bringas-Molleda (2014) afirman que, de entre los múltiples términos disponibles para hacer referencia a la violencia de pareja, o violencia de género en la pareja, el de violencia doméstica ha sido el más utilizado por los investigadores del área. Por tanto, como se puede observar, los conceptos de violencia de género y de violencia doméstica se superponen cuando se ejercen malos tratos hacia la mujer en el ámbito familiar (Save the Children, 2008). De hecho, el Consejo de Europa ha identificado la violencia contra las mujeres en el hogar (violencia doméstica) como la más frecuente manifestación en nuestro continente de la violencia de género, que se produce en todos los Estados miembros y en todos los niveles de la sociedad.

			Aunque no exista una equivalencia total en este sentido, en ámbitos no familiares tales como escolares, laborales y/o comunitarios se producen múltiples acciones u omisiones con respecto a las mujeres, por el simple hecho de serlo. Ejemplos de ello, encontrados en numerosos países del mundo5, son: sueldos más bajos por el mismo desempeño laboral con respecto a los hombres, menor pertenencia de bienes e inmuebles, y menor acceso a salud, educación o derechos.

			La primera vez que aparece el término de «discriminación contra la mujer» vinculado a diferencias de género fue en 1979, en la Asamblea General de la ONU, incluido en la Declaración sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. A partir de este momento se adoptó la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, en la que se estableció una agenda para poner fin a la misma.

			El Consejo de Europa, principal organización europea de derechos humanos, siguiendo la Declaración de la Organización de Naciones Unidas (1993) sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, junto con la Plataforma para la Acción adoptada en la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer en Beijing (1995), propuso una de la primeras definiciones sobre violencia de género: «cualquier acto violento por razón de sexo que resulta, o podría resultar, en daño físico, sexual o psicológico o en el sufrimiento de la mujer, incluyendo las amenazas de realizar tales actos, coacción o la privación arbitraria de libertad, produciéndose estos en la vida pública o privada».

			Esta definición incluye las siguientes situaciones, aunque no se limita a ellas: la violencia que se produce en la familia o en la unidad doméstica, incluyendo, entre otras, la agresión física y mental, el abuso emocional y psicológico, la violación y abusos sexuales, el incesto, violación entre cónyuges, compañeros ocasionales o estables y personas con las que conviven; crímenes perpetrados en nombre del honor, mutilación genital y sexual femenina y otras prácticas tradicionales perjudiciales para la mujer, como son los matrimonios forzados; violencia que se produce dentro de la comunidad general, incluyendo la violación, abusos sexuales, acoso sexual e intimidación en el trabajo, en las instituciones o cualquier otro lugar, el tráfico ilegal de mujeres con fines de explotación sexual y explotación económica y el turismo sexual; violencia perpetrada o tolerada por el Estado o sus representantes; violación de los derechos humanos de las mujeres en circunstancias de conflicto armado, en particular la toma de rehenes, desplazamiento forzado, violación sistemática, esclavitud sexual, embarazos forzados y la trata con fines de explotación sexual y explotación económica (Save the Children, 2008).

			La violencia de género puede adquirir distintas formas, entre las que destacan:

			—Violencia física, que comprende lesiones corporales infligidas de forma intencional, como golpes, quemaduras, agresiones con armas, etc.

			—Psicológica, como humillaciones, desvalorizaciones, críticas exageradas y públicas, lenguaje soez y humillante, insultos, amenazas, culpabilización, aislamiento social, control del dinero o bloqueo en la toma de decisiones.

			—Sexual, que hace referencia a aquellos actos que atentan contra la libertad sexual de la persona y lesionan su dignidad, como las relaciones sexuales forzadas, el abuso o la violación, entendidas dentro del marco de una relación sentimental.

			Por tanto, este tipo de violencia comporta graves riesgos para la salud de las víctimas, tanto a nivel físico como psicológico, y afecta al resto de miembros que conviven en el hogar.

			La cuestión acerca de si la exposición de los niños y las niñas al maltrato de las madres se debía incluir o no como una forma de maltrato infantil ha dado lugar en los últimos años a múltiples debates (Edleson, 2000; Sepúlveda, 2006), sobre todo bajo el punto de vista jurídico (Edleson, 2001).

			UNICEF (1999) ya destacaba que la Asamblea General de las Naciones Unidas y el Fondo Internacional de Emergencia de las Naciones Unidas para la Infancia, en 1946, consideraba como maltrato no solo la violencia directa, sino también los efectos indirectos de la violencia familiar sobre los niños, basándose en diversos estudios que habían destacado los efectos psicológicos potencialmente adversos que tiene sobre los menores estar expuestos a situaciones violentas —tanto físicas como psicológicas— ejercidas por el padre hacia la madre. Estos planteamientos recibieron apoyo por parte de numerosos autores de la época, como por ejemplo De Bellis et al. (2002), Wolfe y McGee (1994) o Wolfe, Werkele y Scout (1997). De hecho, Espinosa-Bayal (2004) apuntaba que gran parte de los problemas que se generan en el desarrollo, fruto de la exposición a la violencia, tienen su origen tanto en las situaciones de tensión, negligencia o abandono a las que se ven sometidos por parte de padres o cuidadores, incapaces de satisfacer sus necesidades básicas en el clima familiar violento, como en el hecho de que en muchos casos estos o estas menores son también víctimas del maltrato activo, similar al que se ejerce contra sus madres.

			Asimismo, se ha considerado como un tipo de maltrato emocional (De los Santos y Santamaría, 2005; Echlin y Marshall, 1995; Garbarino, Guttman y Seeley, 1986; Peled y Davis, 1995; Trocmé et al., 2010). En nuestro país, como se señaló en el Informe del Grupo de Trabajo de Investigación sobre la infancia víctima de la violencia de género (incluido dentro del IV Informe Anual del Observatorio Estatal de la Violencia sobre la Mujer), realizado en 2011, numerosos autores e instituciones del ámbito de la protección a la infancia distinguen tres subtipos de violencia psicológica (definida como el conjunto de comportamientos que causan torturas psicológicas o emocionales a los niños y las niñas):

			1.Abuso psicológico.

			2.Negligencia emocional.

			3.Exposición a la violencia de género familiar.

			A pesar de que, como indican Olaya et al. (2008), algunos autores defendieron hasta hace unos años la postura de no incluir la exposición a violencia de género como maltrato infantil (Edleson, 1999; Kerig y Fedorowicz, 1999; Magen, Conroy, Hess, Panciera y Levi, 2001), en la actualidad ya ha sido aceptado universalmente.

			Por tanto, los hijos y las hijas de mujeres que sufren violencia de género son víctimas directas de esa violencia y se consideran menores maltratados. De hecho, en España se incluyen como tales en el II Plan Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia (PENIA) 2013-2016, y en la Estrategia Nacional para la Erradicación de la Violencia contra la Mujer 2013-2016, donde se especifica que estos o estas menores deben incluirse en el registro de casos sobre maltrato infantil y en el protocolo de atención al maltrato infantil en el ámbito familiar. Además, ya se ha hecho efectivo a nivel jurídico, con la publicación de la nueva ley de protección a la infancia en julio de 2015.

			Por otro lado, la definición de exposición a violencia de género en la infancia o adolescencia, en el ámbito familiar, se está precisando cada vez más. Así, Aguilar (2008) la define como «aquel o aquella menor que viva en un hogar donde su padre o el compañero de su madre es violento contra la mujer», por lo que se encuentra inmerso en situaciones de opresión y control, constituyendo un modelo de relación basado en el abuso de poder y la desigualdad (Ohlson, 2010). Asimismo, se incluyen aquellas situaciones en las que, tras la separación de los padres, los menores continúan expuestos, en alguna medida, a situaciones de maltrato relacionadas con la separación o el divorcio en sus distintos momentos, como por ejemplo interacción abusiva durante el régimen de visitas, manipulación de los menores, etc. (Cunningham y Baker, 2007).

			Hasta la fecha han sido varios los términos que se han utilizado para referirse a los niños y niñas envueltos en este tipo de experiencias. Los estudios iniciales empleaban conceptos como «testigos» u «observadores», que hacían referencia a la observación directa de la violencia ejercida contra sus madres, sin entender que pudiera provocar en la persona observadora algún daño o efecto (Grip, 2012). En la actualidad han sido sustituidos por el término exposición, ya que este no solo se refiere a que el o la menor haya visto realmente la violencia, sino que incluye además que la haya oído, participado o experimentado sus consecuencias (Holt, Buckley y Whelan, 2008; Loise, 2009). En este sentido, para estar expuestos o expuestas es suficiente el hecho de que el niño o la niña tenga una madre que es o haya sido agredida por su pareja. Por ejemplo, según Jouriles, Norwood, McDonald y Peters (2001), se debería incluir, en este caso, el maltrato sufrido por la madre mientras se encuentra embarazada del o la menor, ya que se dispone de evidencia acerca de que este tipo de violencia puede afectar a la salud o al desarrollo infantil incluso antes del nacimiento (Lazenbatt, 2010).

			Otros autores, sin embargo, prefieren utilizar el término experiencia, resaltando la posición activa del o la menor, puesto que en muchos casos este se ve obligado a actuar en los episodios de violencia entre sus padres (Eriksson, Hester, Keskinen y Pringle, 2005; Hester Pearson y Harwin, 1999; Källström, 2004; Holden, 2003; McGee, 2000; Overlien y Hyden, 2007, 2009; Peled, 1998).

			Como ya señaló Holden (2003), uno de los problemas a los que se enfrentan los investigadores en este ámbito es la falta de terminología y definiciones comunes; por ello propuso la siguiente tipología de exposición, que podemos considerar vigente en la actualidad:

			1.Perinatal. Violencia ejercida mientras la mujer está embarazada.

			2.Intervención. Violencia que sufre el niño o niña al intentar proteger a su madre.

			3.Victimización. El niño o la niña se convierte en objeto de violencia psicológica o física en el transcurso de una agresión a la madre.

			4.Participación. Cuando el o la menor colaboran en la desvalorización hacia la madre.

			5.Testificación presencial. El niño o la niña ven la agresión del padre hacia la madre.

			6.Escucha. Cuando se percibe la agresión desde otra habitación.

			7.Observación de las consecuencias inmediatas a la agresión. Ven cómo ha sido herida la madre, cómo ha quedado el lugar donde ha sido agredida o ven llegar a la policía o a la ambulancia.

			8.Experimentación de las secuelas, al vivir los síntomas de su madre, la separación de sus padres o el cambio de residencia.

			9.Escucha de lo sucedido, presenciando conversaciones entre adultos.

			10.Desconocimiento de los acontecimientos, al haber sucedido lejos de los niños y las niñas.

			En un solo episodio violento, así como a lo largo de la historia de violencia, el hijo o la hija pueden vivir varias de estas categorías.

			5. INCIDENCIA6 Y PREVALENCIA7


			La violencia contra la infancia se presenta bajo diversas formas y depende de una amplia gama de factores, desde las características personales de la víctima y el agresor hasta sus entornos culturales y físicos.

			Los datos en torno a la prevalencia e incidencia varían en función de las distintas fuentes que se examinan. Para la elaboración de este apartado se han consultado las estadísticas realizadas por distintos organismos e instituciones públicas y privadas, entre las que se encuentran: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, Organización Mundial de la Salud8, Organización de las Naciones Unidas9, organismos de Protección del Menor, Centro Reina Sofía para el Estudio de la Violencia10, así como diversos informes desarrollados por organismos como UNICEF11, Save the Children12 y otras entidades e investigadores independientes. Todas estas estadísticas e informes aportan datos sobre la prevalencia e incidencia de este fenómeno, el maltrato infantil.

			A continuación se detallan los datos más relevantes obtenidos de las diversas fuentes citadas anteriormente. En primer lugar se exponen las estadísticas, tanto a nivel mundial como en España, sobre prevalencia del maltrato físico y la negligencia, considerando que en la gran mayoría de los casos conllevan maltrato emocional. En segundo lugar se presentan las estadísticas sobre violencia de género en la pareja y la exposición en la infancia a este tipo de violencia.

			5.1. Incidencia y prevalencia en maltrato físico, emocional y negligencia

			El maltrato infantil es un problema a nivel mundial que puede tener graves consecuencias perdurables a lo largo de la vida (UNICEF, 2009), si bien se ha reconocido como un serio problema social y de salud pública únicamente en décadas recientes (Erickson y Egeland, 2002; Mercy y Krug, 2002). Sin embargo, no se dispone de datos fiables acerca de su prevalencia a nivel mundial y las estimaciones actuales son muy variables, dependiendo del país y del método de investigación utilizado (OMS, 2014a).

			En el Informe mundial sobre la violencia contra los niños y niñas, Pinheiro (2006), se informa que, según datos de la Iniciativa global para acabar con todo castigo corporal hacia niños y niñas, al menos 106 países no prohíben el uso del castigo corporal en la escuela, 147 no lo prohíben en los establecimientos alternativos de acogida, y hasta ahora solo 16 países lo han prohibido en el hogar. De hecho, en un informe de UNICEF más reciente (2014), en el que se realiza un análisis estadístico sobre la violencia contra los niños en 190 países, se pone de manifiesto que alrededor de un 17% de los niños y niñas de 58 países aún están sujetos a formas graves de castigo físico (golpes en la cabeza, las orejas o la cara, o golpes duros y repetidos).

			Diversas iniciativas, que van desde el análisis estadístico a nivel internacional hasta la investigación para la adopción de medidas a nivel local, nos proporcionan una idea más clara de la magnitud y gravedad del problema. En ellas se expone que la gran mayoría de víctimas de maltrato intrafamiliar permanece en el anonimato, en muchas ocasiones ante el mutismo de su entorno social más próximo, siendo los casos que se dan a conocer los más graves o los que, por determinadas condiciones, están en el punto de mira de los servicios sociales (De los Santos y Sanmartín, 2005). Aun así, los datos que se recogen a nivel mundial indican que alrededor de 40 millones de niños y niñas por debajo de la edad de 14 años sufren maltrato y negligencia (OMS, 2002).

			Los estudios internacionales revelan que aproximadamente un 20% de las mujeres, y entre un 5% y un 10% de los hombres, manifiestan haber sufrido abusos sexuales en la infancia, mientras que de un 25% a un 50% de los niños de ambos sexos refieren malos tratos físicos. Además, muchos niños son objeto de maltrato psicológico y víctimas de desatención. Se calcula que cada año mueren por homicidio 31.000 menores de 15 años, y que una quinta parte de las víctimas de homicidio en todo el mundo son niños y adolescentes menores de 20 años, lo que representó cerca de 95.000 muertes en 2012 (UNICEF, 2014). Esta cifra subestima la verdadera magnitud del problema, dado que una importante proporción de las muertes debidas a maltrato infantil se atribuyen erróneamente a caídas, quemaduras, ahogamientos y otras causas (OMS, 2010).

			Los datos sobre maltrato en EEUU muestran que durante el año 2000 murieron una media de cuatro menores al día, en cifras generales unos 1.356 niños o niñas (Peddle, Wang, Díaz y Reid, 2002), lo que supone una cifra de 1,87 niños y niñas por cada 100.000 menores, aunque ha aumentado en los últimos años en un 5% (De los Santos y Santamaría, 2005). Peddle y Wang (2001) calcularon que en 1999 el número de casos de maltrato confirmados fue de 1.070.000 niños o niñas, es decir, 15 víctimas por cada mil menores.

			Un informe más reciente, publicado por la Oficina Federal para la Infancia del Ministerio de Salud y Servicios Humanos de EE UU, reveló que la violencia doméstica causó en el año 2011 la muerte a 1.579 niños. En el 78,3% de los casos los padres fueron los responsables de la muerte de sus hijos. Según el informe, que recopiló los datos de todos los estados del país, un total de 676.569 niños sufrieron maltrato por parte de su familia. Asimismo, durante el año 2012 las defunciones por maltrato aumentaron hasta el 77% en los niños menores de cuatro años, probablemente debido a su gran dependencia y vulnerabilidad. Entre los tipos de maltrato cuyo desenlace fue la muerte, se encontraron cifras altas en negligencia (69,9%) y maltrato físico (44,3%). Del mismo modo, la incidencia de negligencia fue del 78,3%; del 18,3% el maltrato físico, y del 9,3% el abuso sexual (US Department of Health and Human Services, 2013).

			En Europa, la OMS presentó en 2013 el Informe Europeo sobre la Prevención de Maltrato Infantil (European Report on Preventing Child Maltreatment), que denuncia un agravamiento de los efectos de la violencia contra los niños y las niñas debido a la crisis económica. Así, cada año el maltrato infantil causa la muerte a más de 850 niños menores de 15 años. Además, el informe alerta de que son más de 18 millones los o las menores que sufren maltrato en el marco europeo, estimando que el 29,1% de los niños y las niñas sufre maltrato emocional, el 22,9% maltrato físico, y el 13,4% de las niñas sufre abusos sexuales, frente al 5,7% de los varones.

			En España ha existido hasta hace poco tiempo una enorme dificultad para disponer de datos sobre la protección a la infancia, en términos de tipologías detectadas, medidas llevadas a cabo, población atendida, perfiles, etc. Según referían Fernández-Del Valle y Bravo (2002), este hecho ha podido estar ocasionado por varios motivos, como por ejemplo que la competencia en materia de servicios sociales es asumida por las Comunidades Autónomas, resultando difícil recabar datos fiables de todas y cada una de ellas, encontrándonos además con deficientes sistemas de monitorización de los mismos.

			Debido a esta dificultad se han publicado algunos trabajos que han tratado de realizar una aproximación desde este punto de vista (casos localizados en servicios sociales) (por ejemplo, De Paul, Arruabarrena, Torres y Muñoz, 1995; Inglés, 1995; Moreno, Jiménez, Oliva, Palacios y Saldaña, 1995; Palacios, 1995; Saldaña, Jiménez y Oliva, 1995).

			Según el Informe presentado por la Fundación de Ayuda a Niños y Adolescentes en Riesgo (ANAR), el maltrato infantil se ha incrementado en España en un 13,6%. Destaca que 1.778 niños o niñas y adolescentes sufrieron en 2012 algún tipo de violencia por parte de sus progenitores, compañeros de clase o parejas y exparejas.

			El Centro Reina Sofía (2008), tras recopilar las noticias publicadas sobre los o las menores asesinados por sus padres entre 2004 y 2007, informó que cada año mueren en España 12 menores a manos de sus padres, es decir, dos por cada millón (la mitad de ellos con una edad comprendida entre 0 y 24 meses).

			Asimismo, en 2011 el Centro Reina Sofía publicó un informe en el que comunicaba los datos obtenidos en la investigación realizada en 2007 sobre la situación del maltrato infantil en la familia en nuestro país. Este estudio recoge información de tres colectivos distintos: 802 psicopedagogos y responsables de guarderías y colegios, 769 familiares de menores de 18 años, y 898 menores entre 8 y 17 años. En relación al tipo de maltrato (tabla 1.2), los resultados encontrados indicaron que el mayor porcentaje de casos correspondió a maltrato físico (59,68%) entre los 0 y los 7 años, y a maltrato psicológico (60%) en el tramo de 8 a 11 años, ocurriendo a partes iguales el maltrato físico y psicológico entre los adolescentes de 12 a 17 años (54,55%).

			Atendiendo al sexo de la víctima, los niños de 0 a 7 años presentaron mayores porcentajes de todos los tipos de maltrato, excepto del abuso sexual. Al contrario, en el tramo de 8 a 11 años las niñas presentaron las mayores tasas de abuso, excepto en maltrato emocional. Por último, entre los 12 y los 17 años las chicas sufrieron mayor porcentaje de maltrato emocional y abuso sexual, y los chicos de maltrato físico. Entre los 0 y los 7 años predominaron las víctimas masculinas (69,35%), al igual que en el tramo de 8 a 11 años (56,25%). Por el contrario, las niñas representaron la mayoría de las víctimas entre los 12 y los 17 años (59,09%) (figura 1.1).

			Según los diferentes tipos de violencia, las niñas son más vulnerables a la violencia sexual en el hogar, mientras que los niños se encuentran más expuestos a la violencia física, según informan los sistemas de justicia (Naciones Unidas, 2011). No obstante, es preciso señalar que ambos se encuentran en un riesgo alto de sufrir cualquier tipo de violencia.

			En España no existen datos oficiales globales ni estudios relevantes sobre las distintas formas de violencia que afectan a los niños y las niñas,

			TABLA 1.2

			Tipos de maltrato, por edad de la víctima, en porcentajes (0 a 17 años)
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			Fuente: Centro Reina Sofía, 2011.
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			Fuente: Centro Reina Sofía, 2011.

			Figura 1.1. Porcentaje de víctimas, por sexo y tramos de edad (0 a 17 años).

			si bien el informe La infancia en cifras (Gaitán, 2009) recaba datos sobre algunas formas de maltrato o de distintos delitos que afectan a los niños hasta el año 2008. Como el propio informe indica, se trata de datos parciales e incompletos. La forma más común de violencia contra los niños y las niñas que recoge el informe es la desatención y la negligencia (hasta el 78% de los casos de maltrato notificados), seguida por casos de violencia física o mental y de violencia sexual.

			No ha sido hasta 2013, con la publicación del II Plan Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia, con vigencia hasta 2016, cuando los poderes políticos españoles han adoptado nuevas medidas para combatir el maltrato infantil, como «consolidar en todo el territorio nacional un sistema unificado de registro de casos, detección y notificación de maltrato infantil, y hacer seguimiento e información periódica a todos los agentes sobre la extrapolación de los datos obtenidos y evaluar su eficacia». Este registro unificado de casos de maltrato intrafamiliar se inició hace varios años, si bien los cambios más significativos se incluyeron en 2001, al acordar desde el Observatorio de la Infancia iniciar la elaboración de protocolos comunes de registro de notificaciones de casos con sospecha de maltrato infantil, y en 2010 al entrar en producción la base de datos on-line que se pone a disposición de la totalidad de operadores de servicios de protección existentes en España. Además, en este Plan de Infancia se recomienda incluir a los menores expuestos a violencia de género dentro del registro de maltrato.

			Respecto a la incidencia de cada uno de los tipos de maltrato, la gran mayoría de estudios (por ejemplo, De Paúl et al., 1995; Fernández-Del Valle, Álvarez-Baz y Fernánz, 1999; Inglés, 1995; Moreno et al., 1995; Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 2006; Palacios, Jiménez, Oliva y Saldaña, 1998; Saldaña, Jiménez y Oliva, 1995) arrojan los siguientes datos: en primer lugar, la negligencia sería el maltrato más frecuente, en segundo lugar el maltrato emocional, a continuación el maltrato físico y por último el abuso sexual.

			La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia dispone de un registro de casos de maltrato infantil, según el cual, y atendiendo a los datos recogidos de las 8.548 notificaciones recibidas desde el año 2003 hasta el año 2013, el tipo de maltrato notificado con más frecuencia ha sido la negligencia o cuidado inadecuado, reuniendo el 62,7% de las notificaciones.

			Como se ha señalado anteriormente, las estimaciones ofrecidas por los diferentes organismos se basan en las denuncias e intervenciones realizadas, lo que indica que, probablemente, un gran número de casos pasa desapercibido ante los profesionales, sobre todo aquellas situaciones en las que el maltrato no deja huella física visible, como es el caso del maltrato emocional (Rosa-Alcázar, Sánchez-Meca y López-Soler, 2010).

			En consecuencia, se estima que el número de casos de abuso y maltrato infantil debe ser muy superior al registrado oficialmente, siendo la prevalencia real del maltrato infantil desconocida. La propia naturaleza del problema —que se produzca dentro de la propia familia, el miedo a la denuncia, la formación insuficiente de los profesionales, que el agredido sea un menor, etc.— condiciona el conocimiento del número de casos.

			Diferentes expertos asemejan la situación a la de un iceberg (De los Santos y Sanmartín, 2005; Morales y Costa, 1997), estimando que los casos detectados serían solo una parte de los casos reales (figura 1.2).

			Por otra parte, la evidencia empírica sugiere que los y las menores expuestos a un tipo de maltrato presentan mayor riesgo de sufrir otros tipos de maltrato, así como de estar expuestos de forma repetida en el tiempo. Igualmente, se conoce que la frecuencia de exposición correlaciona con la severidad del maltrato (Clemmons, Walsh, DiLillo y Messman-Moore, 2007; Dong et al., 2004; Edwards, Holden, Felitti y Anda, 2003; National Child Traumatic Stress Network, 2003; Oswald, Heil y Goldbeck, 2009).

			En este sentido, es muy frecuente que el maltrato infantil se manifieste junto a situaciones de violencia de género en la pareja. Estudios realizados en China, Colombia, Egipto, México, Filipinas y Sudáfrica muestran que hay una estrecha relación entre la violencia contra las mujeres y la violencia contra los niños y las niñas (Reza et al., 2002). Un estudio llevado a cabo en la India detectó que la violencia doméstica en el hogar multiplica por dos el riesgo de violencia contra los y las menores (Hunter y Kilstrom, 2000).

			En la misma línea, UNICEF (2006) considera que los hijos y las hijas de las mujeres que sufren malos tratos presentan quince veces más posibilidades de sufrir agresiones físicas y psicológicas directas por parte del padre, incluidos los abusos sexuales.

			Carlson (2000) indica que la prevalencia de la exposición a violencia de género en la pareja es difícil de estimar, ya que está directamente relacionada con cuatro factores:

			1.Cómo está definida operacionalmente la violencia en la pareja (específicamente si la definición incluye violencia por parte de, así como a la madre).

			2.Si incluye tanto abuso emocional como físico.

			3.El marco temporal (el pasado año frente a toda la vida).

			4.El tipo de muestra estudiada.
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			Figura 1.2. El iceberg del maltrato (Morales y Costa, 1997).

			A pesar de las dificultades en la estimación del número de menores que son expuestos a violencia de género en la pareja y maltratados en el contexto familiar, distintas investigaciones llevadas a cabo en los últimos 25 años han puesto de manifiesto la existencia de esta estrecha asociación. En este sentido, algunos autores indican que entre el 30% y el 60% de los casos evaluados sobre violencia de género se encuentran asociados a malos tratos a los hijos y las hijas (Edleson, 1999; Mestre, Tur y Samper, 2006). Un estudio sobre la incidencia de violencia de pareja en Canadá (CIS-2003) reveló que aproximadamente el 18% de los informes de maltrato infantil sobre abuso infantil y negligencia incluyen la violencia de pareja como la principal forma de maltrato, encontrada en el 28% de los informes (Trocmé et al., 2005).

			Una investigación más reciente, llevada a cabo por Hamby, Finkelhor, Turner y Ormrod (2010) sobre una muestra nacional de 4.549 niños y adolescentes, de edades comprendidas entre 0 y 17 años, mostró que más del 60% de las víctimas de negligencia y más del 70% de las que habían sufrido abuso sexual por parte de un adulto conocido habían sido testigos de violencia de pareja adicionalmente. Estos datos indican que estar expuesto a violencia de pareja en la infancia puede influir significativamente en la creación de ciertas condiciones que conducen a sufrir malos tratos (Graham-Bermann et al., 2012).

			En nuestro país, Corbalán y Patró (2003) realizaron un estudio sobre una muestra de mujeres maltratadas residentes en hogares de acogida, y encontraron que el 85% de los hijos y las hijas fueron testigos de la violencia ejercida contra sus madres, y de estos un 66,6% presentaron también maltrato infantil, mayoritariamente de tipo físico y psicológico. Por su parte, Save the Children (2009) estima que en España hay 800.000 niños y niñas que sufren en sus hogares situaciones de malos tratos o de violencia de género.

			Estudios más actuales han encontrado resultados similares en relación a la comorbilidad entre el maltrato directo e indirecto hacia los menores. Así, Bayarri, Ezpeleta y Granero (2011) encontraron que de los 166 hijos e hijas de 117 mujeres víctimas de violencia de género, que fueron atendidas en servicios específicos para este tipo de violencia, el 46,39% habían sido testigos de los conflictos (visto, escuchado, observado sus efectos o experimentando sus consecuencias), el 37,96% se habían visto involucrados o involucradas en el episodio (interviniendo para que terminara), y el 15,66% habían sido víctimas directas de agresión física o verbal por parte de los maltratadores de sus madres durante el conflicto.

			 Alcántara, López-Soler, Castro y López (2013) realizaron un estudio sobre 91 menores, hijos e hijas de mujeres víctimas de violencia de género, que habían sido derivados a tratamiento psicológico por presentar alteraciones emocionales y/o comportamentales. Los resultados indicaron que el 84% de las madres había sufrido maltrato emocional grave o muy grave, y el 94% de ellas había vivido maltrato a nivel físico entre leve y grave. Un 92,4% de sus hijos e hijas había estado expuesto a maltrato emocional en una intensidad de leve a muy grave, y el 68% al maltrato físico de sus madres en las mismas categorías. Además, el 71% de los menores había sufrido negligencia por parte del padre maltratador, el 52% maltrato emocional y el 48,5% maltrato físico.

			Finalmente, en otro trabajo Rosser, Suriá y Villegas (2013) analizaron una muestra de 88 mujeres víctimas de violencia de género que necesitaron como medida de protección un hogar de acogida. Los resultados mostraron que el 91,2% de las mujeres habían sufrido maltrato físico, el 94,5% maltrato emocional y el 28,3% sexual. De sus hijos, el 87% habían estado expuestos o expuestas al maltrato hacia la madre y habían sido además maltratados directamente (el 40% maltrato psicológico, el 25,5% físico y el 0,9% abuso sexual).

			En síntesis, la violencia de género en la pareja parece que es un factor de riesgo para sufrir adicionalmente otro tipo de maltrato en la infancia y la adolescencia. Por ello, es imprescindible disponer de datos estadísticos de calidad acerca de la incidencia y prevalencia de este tipo de violencia, una vez constatados los graves efectos que supone para estos menores, tanto a corto como a largo plazo, con el fin de poder atender todos los casos reales y prevenir, en la medida de lo posible, las secuelas que se deriven, o bien intervenir precozmente.

			5.2. Incidencia y prevalencia en violencia de género

			La manifestación de la violencia contra las mujeres puede diferir en función del contexto económico, social y cultural, si bien se considera un fenómeno universal.

			La OMS (2002), a partir de los datos recogidos a través de 48 encuestas de población realizadas en todo el mundo, concluye que entre el 10% y el 69% de las mujeres informan haber sido abusadas físicamente por una pareja íntima masculina en algún momento de su vida. Algunos ejemplos son: el 29% en Canadá, el 10% en Paraguay y el 69% en Managua y Nicaragua (Krug, Dahlberg, Mercy, Zwi y Lorenzo, 2002). Además, según este informe, varios tipos de abuso suelen coexistir en la misma relación (OMS, 2002). Estos datos coinciden con los datos aportados por otros autores, que señalan que una de cada tres mujeres ha sido golpeada, forzada a tener relaciones sexuales, o ha sido víctima de malos tratos a lo largo de su vida (García-Moreno, Heise, Jansen, Ellsberg y Watts, 2005).

			En Estados Unidos, aproximadamente el 44% de las mujeres son víctimas de violencia doméstica a lo largo de su vida (Thompson et al., 2006). Otros autores consideran que más de un 10% de las mujeres adultas en ese país son víctimas de violencia en sus relaciones de pareja (Strauss y Gelles, 1990). Las cifras que se exponen son orientativas, debido a que la prevalencia de determinados tipos de violencia, como la psicológica, es muy difícil de estimar (Adams, 2006).

			En España se ha publicado un avance acerca de la última Macroencuesta sobre Violencia de Género en 2015, por el Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) y promovida por la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. Incluye entrevistas a 10.171 mujeres de 16 años en adelante, representativas de la población femenina residente en nuestro país, a las que se les solicitó información sobre todas las parejas que habían tenido a lo largo de su vida. Del total de encuestadas, refirieron haber sufrido por parte de su pareja o expareja en algún momento de su vida: violencia física y/o sexual el 12,5%, violencia psicológica de control el 25,4%, violencia psicológica emocional el 21,9% y violencia económica el 10,8%. Asimismo, del total de mujeres que tenían pareja en ese momento, informaron que en algún momento de la relación habían sufrido violencia física y/o violencia sexual el 2,9%, violencia psicológica de control el 11,9%, violencia psicológica emocional el 9,3% y violencia económica (el 3,3%).

			Además de sufrir todo tipo de humillaciones y malos tratos, las mujeres con frecuencia son asesinadas. Este hecho se conocía como «femicidio», término conceptualizado por primera vez por Diana Russel (1976) y revisado junto a Hill Radford (1992). Sin embargo, en la actualidad la antropóloga mexicana Marcela Lagarde ha reformulado el término, definiéndolo como «feminicidio», que se refiere a los asesinatos de mujeres cometidos por hombres por el simple hecho de ser mujeres, y en el que se incluye la variable de impunidad que suele estar detrás de estos crímenes, es decir, la inacción o desprotección estatal frente a la violencia llevada a cabo contra la mujer. Este término se ha incluido recientemente en la Real Academia de la Lengua Española.

			En relación al número de mujeres asesinadas por sus parejas o exparejas a causa de este tipo de violencia en nuestro país, la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género ha informado que se produjeron 60 muertes durante el año 201513. Sobre las víctimas, se destaca que el 21,5% habían denunciado y el 13,3% habían solicitado medidas de protección. Además, el 63,3% de las mujeres eran españolas y el 66,7% convivía aún con su agresor, mientras que el 46,7% de las relaciones ya se había producido la ruptura o bien se encontraban inmersos en esta. En relación a los agresores, el 73,3% eran españoles y el 26,7% consumaron el suicidio.

			En la figura 1.3 se detalla el número de víctimas mortales por violencia de género en España desde el año 2004 al 2015.

			A 14 de junio de 2016 se han contabilizado ya 21 muertes por violencia de género en la pareja en nuestro país, según la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género12 (últimos datos disponibles en la revisión realizada para este trabajo), lo que supone un incremento con respecto al intervalo entre 2012 y 2014, en el que se produjeron menos muertes.

			5.3. Incidencia y prevalencia en exposición de niños o niñas a violencia de género

			Las estadísticas señalan que al menos en un 10,14% de las muertes producidas por violencia de género el agresor cometió asesinato contra su pareja en presencia de los hijos y las hijas (Centro Reina Sofía para el Estudio de la Violencia, 2007a).

			Algunos autores señalan que en nuestro país alrededor de 3,3 millones de niños o niñas son testigos de este tipo de violencia, ya sea física o verbal (Farnós y Sanmartín, 2005). En el año 2006, un informe de UNICEF (Unicef-Bodyshop, 2006) estimó que en España había 188.000 menores expuestos a violencia doméstica.

			Por otra parte, desde el año 2013 los niños y adolescentes hijos de mujeres víctimas de violencia de género se incluyen en las estadísticas oficiales de violencia de género, recopilando los datos
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			Fuente: Delegación del Gobierno para la Violencia de Género. Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad.

			Figura 1.3. Víctimas mortales por violencia de género en España desde el año 2004 al 2015.14

			de los menores que han quedado huérfanos a causa del feminicidio de las madres, así como los que han sido asesinados por el maltratador de las mismas.

			En el año 2015 han sido 51 los o las menores huérfanos, y cuatro los o las menores víctimas mortales por violencia de género en nuestro país, según las estadísticas realizadas por la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género15. El hecho de incluir a estos menores en las estadísticas oficiales supone un paso para su visibilización, uno de los objetivos principales planteados en el II Plan Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia (2013-2016).

			Si bien estar presente en los feminicidios es la forma más grave de exposición a la violencia de género, presenciar episodios de violencia doméstica no es infrecuente entre los niños y las niñas (Huth-Bocks et al., 2001; Meltzer, Doos, Vostanis, Ford y Goodman, 2009).

			Así, según la Macroencuesta sobre Violencia de Género publicada en 2011, el 64,9% de las mujeres que habían sufrido maltrato tenían hijos e hijas menores de edad cuando dicho maltrato se estaba produciendo, siendo dos la media de hijos e hijas menores por mujer maltratada. Haciendo una extrapolación de los datos, el informe cifra en 840.000 los menores que han estado expuestos a violencia en el último año, representando el 10,1% del total de menores de edad residentes en España en 2010. Además, el 54,7% de las mujeres refirió que sus hijos o hijas padecieron directamente situaciones de violencia en algún momento. En el avance publicado acerca de la Macroencuesta sobre Violencia de Género de 2015 se destaca que, del total de mujeres que sufren o han sufrido violencia física, sexual o miedo de sus parejas o exparejas, y que tenían hijos e hijas en el momento en el que se produjeron los episodios de violencia, el 63,6% afirma que presenciaron o escucharon alguna de las situaciones de violencia. El 92,5% de esas madres afirma que los hijos y las hijas eran menores de 18 años cuando sucedieron los hechos, y el 64,2% de estas destaca que sus hijos e hijas sufrieron a su vez violencia.

			Se calcula que entre 133 y 275 millones de niños y niñas de todo el mundo son testigos de la violencia doméstica cada año16. Otros estudios indican que aproximadamente uno de cada cuatro niños o niñas está expuesto a la violencia de pareja (Maxwell y Carroll-Lind, 1996). En población general de edad escolar, entre un 20% y un 25% de los niños y las niñas han visto a sus padres pegarse (McCloskey y Walker, 2000). Para otros autores, la incidencia de niños y niñas expuestos a violencia entre los padres se encuentra entre el 10% y el 20% cada año (Carlson, 2000). Este mismo autor indicó en 1984 que al menos 3,3 millones de niños y niñas de entre 3 y 17 años estaban expuestos a este tipo de violencia al año.

			En Estados Unidos se estima que aproximadamente 10 millones de niños y niñas son testigos de violencia doméstica (McFarlane, Groff, O’Brien y Watson, 2003; Maxwell y Maxwell, 2003; Sullivan, Ega y Gooch, 2004), y que alrededor del 50% de estos niños y niñas están siendo investigados por servicios de protección a la infancia (Beeman, Hagemeister y Edleson, 2001). Por tanto, cada año más de tres millones de niños y niñas son testigos de violencia doméstica en ese país (Fantuzzo y Mohr, 1999), y en alrededor de la mitad de los incidentes de maltrato que se produjeron en los hogares durante un año había un niño y niña menor de doce años presente, reflejando que aproximadamente 297.435 niños y niñas habían presenciado episodios violentos (Rennison, 2003). Además, un importante número de estos han sido testigos de las agresiones sexuales que sufren las madres por parte de sus parejas (Wolack y Finkelhor, 1998).

			Estudios más recientes aportan cifras de incidencia y prevalencia divergentes. Así, Finkelhor, Turner, Ormrod y Hamby (2009) encontraron que uno de cada tres menores (34,6%) ha estado expuesto a violencia intrafamiliar, mientras que Laliberte, Bills, Shin y Edleson (2010) informaron un 16,3% de tasa de exposición a violencia doméstica a lo largo de la vida en menores estadounidenses. En la misma línea, Tajima, Herrenkohl, Moylan y Derr (2011) informan que, del total de los casos documentados por el Departamento de Justicia de Estados Unidos (desde el año 2001 al 2005), más de un tercio (35,2%) de los menores se encontraban presentes en situaciones de violencia de pareja en el hogar, mientras que no se disponía de información sobre un 15,5% de los casos, por lo que posiblemente la cifra podría ser más elevada.

			En otros trabajos llevados a cabo en este país sobre muestras nacionales amplias se han hallado prevalencias más bajas (9%) en población adolescente expuesta a formas peligrosas de violencia física en la pareja (Zinzow et al., 2009), siendo una de las formas más graves de exposición a este tipo de violencia el hecho de estar presente durante la comisión del homicidio de uno de los progenitores por parte del otro (Jaffe, Campbell, Hamilton y Juodis, 2012). En este sentido, alrededor de 3.300 niños se quedan huérfanos cada año en Estados Unidos, siendo testigos de feminicidio en un 35% de los casos, y de intento de homicidio de la madre en un 62% (Lewandowski, McFarlane, Campbell, Gary y Barenski, 2004).

			En el Reino Unido, aproximadamente 750.000 niños o niñas han sido testigos de violencia de género (Department of Health, 2002). En un estudio de prevalencia nacional en este país, que incluyó a 2.869 adultos jóvenes, el 26% de estos había sido testigo de violencia entre sus padres al menos una vez, y el 5% con mayor frecuencia (Cawson, 2002). Igualmente, en Gales e Inglaterra más de 34.000 niños y niñas pasan por los centros de acogida al año (Rivet, Howarth y Harold, 2006).

			De acuerdo con Patró y Limiñana (2005), dentro de la estructura familiar jerárquica en España, los ejes de desequilibrio los constituyen el género y la edad, siendo las mujeres y los o las menores las principales víctimas de la violencia dentro de la familia. Atendiendo a la edad, los niños y niñas más pequeños presentan mayor probabilidad de ser testigos de violencia de género en la pareja, debido a que este tipo de violencia a menudo ocurre por primera vez durante el embarazo. Los menores de tres años, además de tener más probabilidades de ser testigos de violencia de género, también son más propensos, frente a los más mayores, a experimentar abuso y negligencia, lo cual es, a su vez, un factor de riesgo para ser testigo de violencia (Borrego, Gutow, Reicher y Barker, 2008; Moffitt y Caspi, 1998). Otros estudios indican que, igualmente, los menores de seis años presentan un mayor riesgo de exposición a este tipo de violencia (Fantuzzo, Boruch, Beriama y Atkins, 1997; Gjelsvik, Verhoek-Oftedahl y Pearlman, 2003).

			Es indiscutible que, aunque la mayor dimensión de la violencia ejercida en el ámbito familiar se concreta en la violencia de género infligida a las mujeres, también otros miembros del grupo familiar en situación de debilidad, como los menores, son víctimas de la misma. Save the Children y la Fundación Instituto de Reinserción Social-IreS (2009) señalan que de los 800.000 menores que sufren en sus hogares situaciones de malos tratos o de violencia de género, 200.000 son hijos o hijas de mujeres que se encuentran bajo órdenes de protección, y se calcula que tan solo el 4% del total reciben atención especializada.

			Hay que tener en cuenta que estas estimaciones sobre la frecuencia e intensidad de la exposición de los menores a la violencia de género se basan casi exclusivamente en la información proporcionada por la madre víctima. De acuerdo con Carlson (2000), diversos investigadores han comparado los informes de los niños y las niñas con los de los padres, encontrando que estos frecuentemente subestiman la naturaleza de la exposición de sus hijos (Edleson, 1999; Osofsky, 1998). Así, un estudio informó de diferencias entre los informes de los niños y las niñas y de los padres, observándose que, en general, los padres indicaban que los menores no habían detectado ningún tipo de abuso, y sin embargo referían haber sido testigos de los mismos (O’Brien, John, Margolin y Erel, 1994). En este sentido se han formulado varias hipótesis, como las propuestas por Carlson (2000):

			1.Los padres pueden ignorar que los niños y las niñas están cerca o pensar que están dormidos.

			2.Se pueden producir distorsiones cognitivas que evitan tomar conciencia de que sus hijos o hijas están siendo expuestos a conflictos emocionalmente perturbadores.

			3.Puede ser una respuesta defensiva ante la impotencia para controlar dichos episodios.

			Por tanto, si se parte de la premisa de que son víctimas del maltrato que sufren sus madres, entonces se puede concluir, a partir de las estadísticas mencionadas, que es más elevado el número de niños y niñas víctimas de esta violencia que el de las mujeres que la sufren (Save the Children, 2008).

			6. LEGISLACIÓN Y MEDIDAS DE ATENCIÓN EN ESPAÑA: CAMBIOS RECIENTES

			La violencia contra las mujeres ha sido un fenómeno invisible durante décadas, reconociéndose en la II Conferencia Mundial sobre la Condición Jurídica y Social de la Mujer (1980) como «el crimen más silenciado del mundo».

			En 1993, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena fue el marco donde se reconocieron los derechos de las mujeres como parte de los Derechos Humanos, y se indicó la necesidad de eliminar todas las formas de discriminación, ya que esta impide gravemente el disfrute de derechos y libertades en igualdad con el hombre.

			A partir de ese momento se ha ido ampliando y especializando la atención social e institucional, así como el marco jurídico y normativo en relación a la lucha por eliminar la violencia contra la mujer, con el objetivo de defender y proteger sus derechos.

			España se suma a la lucha activa contra la violencia de género prácticamente en la última década. En este sentido se aprueba la Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la Orden de protección de las víctimas de la violencia doméstica, así como el II Plan Nacional de medidas contra la violencia doméstica 2001/2004, en el marco del Observa-torio Nacional de la Violencia Doméstica y de Género.

			Aprobada por unanimidad de todos los grupos parlamentarios, la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, entró en rigor, defendiendo una serie de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género17, que supone un cambio sustancial con respecto a la anterior ley.

			Hasta aquí los no pocos esfuerzos realizados por la lucha contra la violencia de género, si bien quedan otras víctimas de este tipo de violencia al margen de toda actuación política, convirtiéndose en testigos del crimen más silenciado de la historia, las víctimas invisibles (Osofsky, 1995a) de este tipo de violencia. Los menores que viven en hogares donde se produce violencia de género han quedado relegados a un lugar secundario, tanto políticamente como en los estudios científicos tradicionales sobre la misma.

			En los últimos años se han desarrollado multitud de investigaciones sobre mujeres víctimas de este tipo de violencia, en las cuales se reconoce que los o las menores que viven estas situaciones presentan problemas similares a los que se encuentran en aquellos que sufren maltrato directo. La exposición de estos a la violencia de género en la pareja provoca consecuencias adversas, teniendo un gran impacto sobre el desarrollo psicológico y emocional.

			Además, como apunta Save the Children (2012), la violencia de género ejercida contra las mujeres a manos de sus parejas o exparejas aumenta las probabilidades de violencia contra niños y niñas, tanto por parte del cuidador abusador como del cuidador víctima (Dixon, 2005).

			Por tanto, era urgente adoptar medidas específicas que atendieran las necesidades de estos menores. En este sentido, la necesidad de atención a menores expuestos a violencia de género en sus hogares ha sido apoyada desde hace unos años por diferentes instancias internacionales, especialmente desde el Consejo de Europa.

			El Comité ad hoc para Prevenir y Combatir la Violencia Contra las Mujeres y la Violencia Doméstica (CAHVIO), creado por el Consejo de Europa en 2009, ya manifestó la necesidad de un abordaje específico para los hijos e hijas de mujeres víctimas de violencia de género, reconociéndolos como sujetos activos de protección por ley.

			En la Resolución 1714 (2010) del Consejo de Europa se reconoce que ser testigo de la violencia perpetrada contra su madre es una forma de abuso psicológico contra el niño o niña, con consecuencias potencialmente muy graves en su ajuste psicosocial, ya que no se les estaba reconociendo como víctimas del impacto psicológico de su experiencia, ni como posibles futuras víctimas, ni como elementos de una cadena de reproducción de la violencia, por lo que demandaban que se realizara una acción más específica en este sentido.

			Se desarrolló entonces la Recomendación 1905 (2010) (Children who witness domestic violence), en la que se ponía de manifiesto que había que tener en cuenta el impacto psicológico ocasionado a estos niños y niñas, debido a la exposición a violencia de género.

			En mayo de 2011 se firma el Convenio de Estambul (Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica), reclamando a todos los Estados que se adopten medidas para asegurar las necesidades de estos menores, y recomendando una asistencia psicosocial adecuada a la edad del niño o la niña. Así, en su artículo 26 indica:

			1.Las Partes tomarán las medidas legislativas u otras necesarias para que, en la oferta de servicios de protección y apoyo a las víctimas, se tengan en cuenta adecuadamente los derechos y necesidades de los menores expuestos a todas las formas de violencia incluidas en el ámbito de aplicación del presente Convenio.

			2.Las medidas tomadas con arreglo al presente artículo incluirán los consejos psicosociales, adaptados a la edad de los menores expuestos a todas las formas de violencia incluidas en el ámbito de aplicación del presente Convenio, y tendrán en cuenta debidamente el interés superior del niño.

			Este convenio entró en vigor en España en 2014. En nuestro país también se están realizando esfuerzos por parte de todos los poderes públicos para atender las necesidades de estos menores.

			En esta línea, la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, nombra por primera vez a los hijos y las hijas de las mujeres que sufren violencia de género, reconociendo que dichas situaciones afectan a estos o estas menores, y les convierte en víctimas indirectas de esta violencia. Se indica también que «se compagine, en los ámbitos civil y penal, medidas de protección a las mujeres y a sus hijos e hijas, y medidas cautelares para ser ejecutadas con carácter de urgencia», a través de varios ar- tículos —5, 7, 14, 19.5, 61.2, 63, 65, 66—. Además, en la Disposición Adicional 17 se les concede una serie de derechos con el fin de proporcionarles una atención integral. Si bien la consideración de los menores como víctimas fue un notable adelanto, no hubo una respuesta clara y firme para considerarlos como víctimas propias de este tipo de violencia.

			Dos años más tarde de la aprobación de esta Ley Integral, y como respuesta a una recomendación del Comité de los Derechos del Niño de 2002 en la que se subrayaba la «necesidad de formular una estrategia global para la infancia sobre la base de los principios y disposiciones de la Convención de los Derechos del Niño», se elaboró el I Plan Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia 2006-2009 (prorrogado a 2010), aprobado el 16 de junio de 2006. En este documento se reconoce que los niños y niñas que viven en entornos en los que se sufre violencia de género se encuentran en situación de riesgo y desprotección social, por lo que se proponen distintas medidas para mejorar el marco legislativo español con el objetivo de protegerles.

			Por su parte, el Plan Nacional de Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género 2007-2008, aprobado por el Consejo de Ministros el 15 de diciembre de 2006, ratifica lo que la Ley Orgánica 1/2004 ya reconoció, que «a través de los servicios sociales se garantiza a las mujeres víctimas de violencia de género y a los menores el derecho a la asistencia integral».

			En 2010 se desarrolló el Protocolo Marco de Atención Especializada a Menores Expuestos a la Violencia de Género, con fecha 21 de junio y el objetivo de enmarcar las actuaciones dirigidas a atender integralmente a todas las víctimas de la violencia de género, reconociéndose como un derecho a cubrir las necesidades específicas de los niños y las niñas que viven en entornos familiares donde existe este tipo de violencia.

			No obstante, han sido numerosos los organismos, tanto públicos como privados, que han puesto de manifiesto en los últimos años que, a pesar de los avances en el régimen de protección y tutela de los derechos de las mujeres víctimas de violencia de género, con una mayor sensibilización social y compromiso político de los poderes públicos y las diferentes administraciones, aún no se disponía de datos fiables sobre niños y niñas víctimas de violencia de género en el ámbito familiar (Defensor del Menor de Andalucía, 2012; Observatorio Estatal de la Violencia sobre la Mujer, 2011; Save the Children, 2011).

			Fue en 2013 cuando el gobierno elaboró instrumentos más específicos que han dado un mayor impulso en la adopción, actualización y aplicación de protocolos y otras medidas para mejorar la atención e intervención en los casos de los hijos de mujeres víctimas de violencia de género, que se concretaron en el II Plan Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia 2013-2016 y la Estrategia Nacional para la Erradicación de la Violencia contra la Mujer 2013-2016.

			En este sentido, en un marco de cooperación de todas las Administraciones Públicas, así como de otros agentes sociales implicados en los derechos de la infancia, se aprobó el II Plan Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia (2013-2016) (Consejo de Ministros de 5 de abril de 2013), en el que el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad pone en marcha una ambiciosa propuesta describiendo las líneas estratégicas de desarrollo de las políticas de infancia, con el objetivo final de dar un efectivo cumplimiento a la Convención de los Derechos del niño o de la niña. Este plan consta de ocho objetivos y 125 medidas, cuyo eje principal es reforzar la protección y el interés superior del menor ante casos de violencia y en situaciones de riesgo y desamparo. En cuanto a la violencia de género, el Plan incorpora garantías de protección de los hijos de las víctimas. Considera a los niños y niñas como víctimas directas de la violencia de género, incluyéndolos como menores maltratados en el Registro Unificado de Maltrato Infantil (RUMI) y en el Protocolo Básico de Intervención contra el Maltrato Infantil en el Ámbito Familiar. Sin duda, las medidas más relevantes del Plan condujeron a la elaboración de un Anteproyecto de Ley de Actualización de la legislación sobre protección a la infancia.

			Por otro lado, el Consejo de Ministros aprobó el 26 de julio de 2013 la Estrategia Nacional para la Erradicación de la Violencia contra la Mujer (2013-2016), con el objetivo último de ser «un instrumento vertebrador de la actuación de los poderes públicos para acabar con la violencia que sufren las mujeres por el mero hecho de serlo». Uno de sus objetivos es la atención a los menores de edad, y se incluyen diversas medidas dirigidas hacia los hijos e hijas de las mujeres víctimas de violencia de género, articuladas en diferentes áreas que se detallan en la siguiente tabla (tabla 1.3):

			TABLA 1.3

			Medidas dirigidas a los menores expuestos a violencia de género (Estrategia Nacional para la Erradicación de la Violencia contra la Mujer, 2013-2016)

			
				
					
							
							Comunicación:

							—Elaborar materiales que conciencien sobre el impacto de la violencia en los hijos e hijas de las mujeres víctimas de violencia género.

							—Incluir la temática sobre menores víctimas de violencia de género en jornadas, ponencias y congresos relacionados con la materia.

							—Incorporar en la «Web de recursos de apoyo ante casos de violencia de género» información sobre recursos especializados para menores.

						
					

					
							
							Servicios socioasistenciales:

							—Promover la atención integral especializada y multidisciplinar, jurídica, psicológica y educativa de menores a cargo de mujeres que sufren violencia de género.

							—Actualizar el «Protocolo básico de intervención contra el maltrato infantil», adaptándolo a los casos de violencia de género.

							—Establecer criterios homogéneos de determinación de situaciones de riesgo a través de protocolos uniformes para la intervención con los menores de edad y con las familias.

							—Proponer a las comunidades autónomas el establecimiento de unas pautas comunes para la intervención individualizada, integral y multidisciplinar en menores que sufren violencia de género.

							—Contemplar a los menores en la propuesta común para el desarrollo de la coordinación y la puesta en marcha del plan personalizado para las víctimas de la violencia de género.

						
					

					
							
							Sanidad:

							—Considerar a los menores en el «Protocolo de actuación sanitaria ante la violencia de género».

						
					

					
							
							Seguridad y justicia:

							—Considerar como víctimas de violencia de género a los menores expuestos a esta forma de violencia.

							—Considerar la protección de los menores contra toda forma de violencia, incluida la violencia de género, como principio rector de la actuación de las administraciones públicas.

							—Revisar los protocolos de coordinación interinstitucionales y de actuación ante la violencia de género, contemplando la situación específica de menores víctimas de violencia de género.

							—Elaborar un protocolo de atención a menores en los Institutos de Medicina Legal dependientes del Ministerio de Justicia.

							—Elaborar un protocolo de atención a menores en las Oficinas de Atención a la Víctima dependientes del Ministerio de Justicia.

							—Impulsar la prohibición de otorgar al agresor la guarda y custodia individual o compartida, en casos de violencia de género así declarados en virtud de una sentencia condenatoria o por la existencia de indicios racionales de tales delitos.

							—Considerar a los efectos de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, como menor de edad, y en tanto se determina su edad, a las personas que hayan sido identificadas como víctimas de trata de seres humanos.

						
					

				
			

			Finalmente, en 2015 se han materializado, a nivel jurídico, las acciones dirigidas a los hijos e hijas de mujeres víctimas de violencia de género, en virtud de la publicación de la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de Modificación del Sistema de Protección a la Infancia y a la Adolescencia, y la Ley 26/2015, de 28 de julio, de Modificación del Sistema de Protección a la Infancia y a la Adolescencia. Así, en su Disposición Final Tercera se indican las modificaciones de la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género (1/2004, de 28 de diciembre).

			En la ley se exponen algunas consideraciones importantes en materia de violencia de género y sus secuelas en los menores, tal y como se describe a continuación:

			Cualquier forma de violencia ejercida sobre un menor es injustificable. Entre ellas, es singularmente atroz la violencia que sufren quienes viven y crecen en un entorno familiar donde está presente la violencia de género. Esta forma de violencia afecta a los menores de muchas formas: a) condicionando su bienestar y su desarrollo; b) causándoles serios problemas de salud; c) convirtiéndolos en instrumento para ejercer dominio y violencia sobre la mujer, y d) favoreciendo la transmisión intergeneracional de estas conductas violentas sobre la mujer por parte de sus parejas o exparejas. La exposición de los menores a esta forma de violencia en el hogar, lugar en el que precisamente deberían estar más protegidos, los convierte también en víctimas de la misma.

			A continuación se detallan las modificaciones en la Ley 1/2004, de Violencia de Género, sobre los hijos e hijas de las mujeres víctimas de violencia de género, considerándolos como víctimas y ampliando las situaciones objeto de protección. En primer lugar se modifica el apartado 2 del artículo 1: «Por esta ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y erradicar esta violencia y prestar asistencia a las mujeres, a sus hijos menores y a los menores sujetos a su tutela o guarda y custodia, víctimas de esta violencia», exponiendo que los menores son sujetos que necesitan ser protegidos por la misma ley que auxilia a sus madres. En segundo lugar se modifica el apartado 2 del artículo 61:

			En todos los procedimientos relacionados con la violencia de género, el juez competente deberá pronunciarse en todo caso, de oficio o a instancia de las víctimas, de los hijos, de las personas que convivan con ellas o se hallen sujetas a su guarda o custodia, del Ministerio Fiscal o de la Administración de la que dependan los servicios de atención a las víctimas o su acogida, sobre la pertinencia de la adopción de las medidas cautelares y de aseguramiento contempladas en este capítulo, especialmente sobre las recogidas en los artículos 64, 65 y 66, determinando su plazo y su régimen de cumplimiento y, si procediera, las medidas complementarias a ellas que fueran precisas.

			También recuerda a los jueces que siempre deben pronunciarse sobre las medidas cautelares (régimen de visitas, guarda y custodia...) que les afecten. En tercer lugar se modifica el artículo 65, en el que se indica que cuando una persona es inculpada por actos de violencia de género el juez debe decidir si suspende la patria potestad de este inculpado sobre sus hijos, o en caso contrario cómo se deberá desarrollar a partir de ese momento y mientras dure el proceso. Para ello deberá adoptar las medidas que sean necesarias, siempre en beneficio de los menores.

			De las medidas de suspensión de la patria potestad o la custodia de menores: el juez podrá suspender para el inculpado por violencia de género el ejercicio de la patria potestad, guarda y custodia, acogimiento, tutela, curatela o guarda de hecho, respecto de los menores que dependan de él. Si no acordara la suspensión, el juez deberá pronunciarse en todo caso sobre la forma en la que se ejercerá la patria potestad y, en su caso, la guarda y custodia, el acogimiento, la tutela, la curatela o la guarda de hecho de los menores. Asimismo, adoptará las medidas necesarias para garantizar la seguridad, integridad y recuperación de los menores y de la mujer, y realizará un seguimiento periódico de su evolución.

			Y en último lugar se modifica el artículo 66: De la medida de suspensión del régimen de visitas, estancia, relación o comunicación con los menores, mejorando la redacción y superando la concepción del régimen de visitas y entendiéndolo de una forma global, como estancias o formas de relacionarse o comunicarse con los menores. Así:

			El juez podrá ordenar la suspensión del régimen de visitas, estancia, relación o comunicación del inculpado por violencia de género respecto de los menores que dependan de él. Si no acordara la suspensión, el juez deberá pronunciarse en todo caso sobre la forma en que se ejercerá el régimen de estancia, relación o comunicación del inculpado por violencia de género respecto de los menores que dependan del mismo. Asimismo, adoptará las medidas necesarias para garantizar la seguridad, integridad y recuperación de los menores y de la mujer, y realizará un seguimiento periódico de su evolución.

			Por otro lado, en la nueva ley de infancia se incluyen otros cambios que afectan a estos menores víctimas de violencia de género, como los siguientes:

			—Se incluyen entre los principios rectores de la actuación de los poderes públicos, en relación con los menores, la protección de estos contra toda forma de violencia, incluida la violencia de género, la violencia en el ámbito familiar, la trata de seres humanos y la mutilación genital femenina.

			—Se establecen las actuaciones que deben desarrollar en relación con estas formas de violencia: sensibilización, prevención, detección, notificación, asistencia y protección de cualquier forma de violencia contra la infancia y la adolescencia, mediante procedimientos que aseguren la coordinación y la colaboración entre las distintas Administraciones, entidades colaboradoras y servicios competentes, tanto públicos como privados, para garantizar una actuación integral.

			—Se contempla que cuando haya menores bajo la patria potestad, tutela, guarda o acogimiento de una víctima de violencia de género, las actuaciones de los poderes públicos estarán encaminadas a garantizar el apoyo necesario para procurar la permanencia de los menores, con independencia de su edad, con aquella, así como su protección, atención especializada y recuperación.

			Sin embargo, a pesar del gran avance que supone esta nueva normativa, es imprescindible que se desarrollen los recursos necesarios para su implementación, junto a la dotación económica para lograr tal objetivo, acompañado todo ello de un verdadero compromiso por parte de las autoridades competentes para ponerla en práctica, tal y como señala Amnistía Internacional en un informe presentado en 2015 al Comité sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer de la ONU, en el que se analiza la actuación de las autoridades españolas en materia de violencia contra las mujeres.

			Por otra parte, la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia lleva varios años contemplando, dentro de sus actuaciones, el desarrollo de Proyectos de Intervención Psicológica con Menores y de Asesoramiento con los agentes implicados en los procesos educativos de hijos e hijas de mujeres víctimas de violencia de género. Así, mediante un convenio de colaboración con el Ministerio de Igualdad —acuerdo del Consejo de Gobierno con fecha 29 de mayo de 2009— y a través del Decreto n.o 256/2009, de 31 de julio, se reguló la concesión directa de subvención a la Asociación para el Desarrollo de la Salud Mental en la Infancia y Juventud, Quiero Crecer, para la puesta en marcha del Servicio de Atención Psicológica a Hijos e Hijas de Menores Víctimas de Violencia de Género, siendo prorrogada hasta la actualidad, y en virtud de la cual este trabajo ha sido posible.

			Se trata de un gran paso que permitirá sentar las bases para el desarrollo de una estructura sólida en la asistencia social integral a los niños y las niñas víctimas de violencia de género, tratando con ello de hacer visibles a estas víctimas invisibles hasta ahora.

			7. CONCLUSIONES

			Como se ha puesto de manifiesto a lo largo del capítulo, durante el período de desarrollo infantil la presencia de situaciones vitales adversas puede tener consecuencias graves para la salud física y psicológica de los niños y las niñas, todavía en proceso de maduración y, por tanto, con necesidad de ciertas condiciones externas de estabilidad y protección (López-Soler, 2008).

			Se asume que la familia es la principal responsable de proporcionar dichas condiciones. Sin embargo, actualmente se estima que la mayoría de los abusos ejercidos contra los menores suceden precisamente en este contexto (Save the Children, 2012; UNICEF, 2009). Desde la infancia temprana hasta los 18 años de edad los niños y adolescentes están expuestos a diversas formas de violencia en sus hogares, que frecuentemente permanecen ocultas o pasan inadvertidas, al considerar que ocurren en la esfera privada.

			De hecho, la estructura familiar jerárquica predominante en nuestro país, aún hoy en día, ha favorecido que los dos principales ejes de desequilibrio los constituyan el género y la edad, siendo las mujeres y los niños las principales víctimas de violencia intrafamiliar (Patró y Limiñana, 2005).

			Además, la gran confusión que se desprende de la literatura científica sobre la materia a nivel epistemológico no favorece una conceptualización unitaria acerca de la violencia que ocurre en el seno familiar ni de sus distintas tipologías, y específicamente de la violencia de género a la que están expuestos niños o niñas y adolescentes, lo cual no contribuye a una adecuada detección de este grupo de población.

			En este sentido, cabe señalar que actualmente no se dispone de datos fiables acerca de su incidencia y prevalencia a nivel mundial, debido, en parte, a que muchos de los casos no se denuncian. Todo ello pone en evidencia que las estimaciones actuales son muy variables, dependiendo del país y del método de investigación que se utilice (OMS, 2014).

			Por otra parte, diversos estudios empíricos han documentado que existe un vínculo entre la violencia de pareja y otras formas de maltrato infantil, por lo que no es infrecuente que puedan concurrir, lo que agrava las condiciones en las que se encuentran estos menores. Del mismo modo, es importante destacar que frecuentemente la salud mental de las madres víctimas de violencia de género se ve deteriorada, quedando restringido el apoyo emocional y los cuidados que proporcionan a sus hijos o hijas.

			Finalmente, es preciso destacar que los cambios legislativos llevados a cabo en España en los últimos años contemplan que los hijos y las hijas de mujeres víctimas de violencia de género son víctimas directas de este tipo de violencia, y, como tales, deben ser atendidos y reconocidos por el sistema de protección. Esta consideración de víctimas se plantea, por primera vez, en el II Plan Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia 2013-2016, y se concreta en julio de 2015 (Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio; y Ley 26/2015, de 28 de julio, de Modificación del Sistema de Protección a la Infancia y a la Adolescencia). Además, también por primera vez, se va a tener en cuenta a estos menores en las estadísticas oficiales de violencia de género, con lo cual se prevé que las cifras de incidencia y prevalencia se aproximarán más a la realidad de este fenómeno.

			
NOTAS

				
					3 Véase artículo 8 del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y el artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

				

				
					4 La Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género (LO 1/2004, de 28 de diciembre) habla de violencia de género y recoge tanto la idea de que se trata de un problema ligado al hecho de ser mujer como la idea de que estamos frente a un problema social, y circunscribe esta violencia únicamente a aquella que ocurre en el marco de la pareja.

				

				
					5 Informes anuales publicados por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), dependiente de la Organización de las Naciones Unidas (ONU).

				

				
					6 Número de sujetos que han sido víctimas a lo largo de su infancia —generalmente considerada hasta los 18 años, si bien este criterio depende del estudio que se consulte—, que son detectados mediante estudios retrospectivos de autoinforme (Runyan, 1998).

				

				
					7 Número de casos denunciados o detectados por autoridades oficiales —hospitales, servicios sociales, justicia— en un período de tiempo determinado, que suele situarse habitualmente en un año (Runyan, 1998).

				

				
					8 Informes sobre política de género e infancia maltratada. Organización Mundial de la Salud (OMS, 2000, 2002, 2006, 2013).

				

				
					9 Informes sobre Derechos Humanos. Organización de las Naciones Unidas (ONU, 1999, 2005).

				

				
					10 Informes estadísticos del Centro Reina Sofía para el estudio de la violencia (2007a, 2007b, 2008, 2011).

				

				
					11 United Nations International Children’s Emergency Fund (UNICEF). Diversos informes sobre violencia en niños/as (2006, 2014).

				

				
					12 Informes sobre el estado de los derechos y salud mental en la infancia. Save the Children (2008, 2009, 2011, 2012).

				

				
					13 Véase Ministerio de Sanidad, Servicios sociales e Igualdad (31 de diciembre de 2015). Datos estadísticos de violencia de género. Víctimas mortales por violencia de género. http://www.violenciagenero.msssi.gob.es/violenciaEnCifras/victimasMortales/fichaMujeres/pdf/VMortales_2015_31-12(5).pdf.

				

				
					14 Véase Ministerio de Sanidad, Servicios sociales e Igualdad (14 de junio de 2016). Datos estadísticos de violencia de género. Víctimas mortales por violencia de género. http:// http://www.violenciagenero.msssi.gob.es/violenciaEnCifras/victimasMortales/fichaMujeres/pdf/VMortales_2016_12_31.pdf.

				

				
					15 Véase, Ministerio de Sanidad, Servicios sociales e Igualdad (31 de diciembre de 2015). Datos estadísticos de violencia de género. Menores víctimas mortales por violencia de género. http://www.violenciagenero.msssi.gob.es/violenciaEnCifras/victimasMortales/fichaMenores/docs/VMenores_31_12_2015(3).pdf.

				

				
					16 Cálculo basado en datos de la División de Población de las Naciones Unidas para la población mundial menor de 18 años y estudios de la violencia en el hogar realizados entre 1987 y 2005. Behind Closed Doors: The Impact of Domestic Violence on Children (Londres: UNICEF and The Body Shop International Plc., 2006).

				

				
					17 Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.
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